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-Con permiso constitucional estuvieron ausentes las Diputadas señora Isabel Allende y señorita María Antonieta Saa, y el Diputado señor Roberto León.

 

-Asistió, además, el Senador Sergio Páez.

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 10ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 11ª queda a disposición de los señores diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da cuenta de los documentos recibidos en la Secretaría.

 

AUTORIZACIÓN A COMISIONES PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo solicita el acuerdo de la Corporación para sesionar simultáneamente con la Sala mañana jueves 3, entre las 11.00 y las 12.30 horas.

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, por su intermedio, solicito autorización de la Sala para que la Comisión de Educación sesione hoy, entre las 12.00 y las 
13.30 horas. Hemos invitado al Ministro y dicha sesión quedará sujeta a su confirmación en el curso de la mañana.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DEL PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA. Designación de Comisión informante.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- A continuación, corresponde designar por sorteo a los cinco diputados que integrarán la Comisión encargada de conocer e informar sobre la procedencia de la acusación constitucional entablada por diez señores diputados en contra del Presidente de la Corte Suprema, señor Servando Jordán.

El señor Secretario procederá a realizar el sorteo.

 

El señor LOYOLA (Secretario).- Con la venia de la Sala, me permito informar a los señores diputados que, de conformidad con las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias vigentes, se excluyen del sorteo a los señores diputados que se indican, por las razones que en cada caso se señalan:

Por ser patrocinantes del libelo acusatorio: don Francisco Bartolucci Johnston, 
Nº 13; don Carlos Bombal Otaegui, Nº 15; don Juan Antonio Coloma Correa, Nº 20; don Sergio Correa de la Cerda, Nº 22; don Andrés Chadwick Piñera, Nº 24; don Pablo Longueira Montes, Nº 61; don Juan 
Masferrer Pellizari, Nº 66; don Jaime Orpis Bouchón, Nº 77; don Víctor Pérez Varela, Nº 84, y don Jorge Ulloa Aguillón, Nº 106.

Por ser miembros de la Mesa Directiva de la Corporación: don Gutenberg Martínez Ocamica, Nº 65; don Armando Arancibia Calderón, Nº 7, y don Jaime Rocha Manrique, Nº 92.

Por encontrarse con permiso constitucional: la señora María Antonieta Saa Díaz, 
Nº 94; la señora Isabel Allende Bussi, Nº 6, y el señor Roberto León Ramírez, Nº 57.

 

-Efectuado el sorteo en la forma prescrita por el Reglamento, resultaron designados para integrar la Comisión de acusación los Diputados señores Andrés Allamand Zavala, Nº 5; Ignacio Balbontín Arteaga, Nº 12; Ramón Elizalde Hevia, Nº 28; Ignacio 
Walker Prieto, Nº 118, y Carlos Valcarce Medina, Nº 109.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En consecuencia, integrarán la Comisión los Diputados señores Allamand, Balbontín, Elizalde, Walker y Valcarce.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, ¿en qué situación se encuentra el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema respecto de lo que deba declarar después de la acusación? ¿Concurrirá personalmente a la Comisión? ¿Responderá por oficio?

Le agradeceré que su Señoría o el señor Secretario aclaren el punto, porque es importante.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, las normas legales señalan con claridad que puede comparecer personalmente o contestar por escrito. La ley establece alternativas.

 

 

V. ORDEN DEL DÍA.

 

CONDONACIÓN DE DEUDAS DE PEQUEÑOS MINEROS. Primer trámite constitucional.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del proyecto de ley que condona deudas por créditos de pequeños mineros, de que es titular la Empresa Nacional de Minería, y autoriza a la empresa para renegociar los saldos insolutos de las mismas.

Diputados informantes de las Comisiones de Minería y de Hacienda son los señores Fuentealba y Galilea, respectivamente.

 

Antecedentes: 

-Mensaje, boletín Nº 2034-08, sesión 3ª, en 3 de junio de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informes de las Comisiones de Minería y de Hacienda, sesión 13ª, en 1 de julio de 1997. Documentos de la Cuenta Nºs. 14 y 15, respectivamente.

 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Solicito autorización de los señores diputados para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Minería, don Sergio Hernández.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el Diputado señor Renán Fuentealba.

 

El señor FUENTEALBA.- Señor Presidente, el proyecto de ley, iniciado en mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, condona deudas por créditos de pequeños mineros, de que es titular la Empresa Nacional de Minería, y autoriza a dicha empresa para renegociar los saldos insolutos de las mismas.

Durante su estudio, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Minería subrogante, señor Sergio Hernández Núñez; del Subsecretario de Minería subrogante, señor Gastón Fernández Montero; del Fiscal de la Empresa Nacional de Minería, señor Gonzalo Sánchez García-Huidobro; del abogado de dicha empresa, señor Juan Esteban Pérez-Barros Ramírez, y del Jefe de Proyectos Especiales de la Enami, señor Osvaldo López Varas.

De acuerdo con lo expuesto en el mensaje, el proyecto de ley beneficia a pequeños mineros, razón por la cual debe tenerse presente que "pequeño productor minero" es aquel que realiza su trabajo con una infraestructura pequeña y mínima, en condiciones precarias, generalmente en empresas constituidas por un grupo disminuido en cuanto a personal y recursos, y con mínima capacidad de gestión.

Durante años, los pequeños mineros se han endeudado a fin de desarrollar proyectos de expansión y, en algunos casos, para renegociar con la Empresa Nacional de Minería créditos morosos. Aquellas deudas, contraídas originalmente en pesos, posteriormente fueron repactadas en dólares de los Estados Unidos de América, opción acogida por la gran mayoría de los deudores, atendida la estabilidad de la paridad cambiaria existente en el momento de la repactación.

Como es de público conocimiento, posteriormente se produjo una revaluación del dólar, lo que hizo que las deudas se reajustaran excesivamente, haciendo imposible su servicio.

Se debe tener presente que, en 1991, la situación antes descrita se vio agravada como consecuencia de los temporales que afectaron la zona norte del país.

Como una medida de solución menor, el Directorio de la Empresa Nacional de Minería, en sesión Nº 667, de 21 de junio de 1991, facultó a su Comité de Créditos para repactar las deudas pendientes y condonar los intereses. Asimismo, facultó al fiscal de dicha empresa para suspender las ejecuciones judiciales en trámite, medida que tenía sólo ese exclusivo efecto.

En la actualidad, la Empresa Nacional de Minería tiene incoado más de 400 juicios, en los cuales se persigue el cobro de deudas morosas, en promedio, muy inferiores a 70 mil dólares cada una, con mínimas posibilidades de recuperación y con un alto costo, motivado por el proceso administrativo y judicial. Estas deudas, en su gran mayoría, tarde o temprano deberán ser declaradas incobrables. 

También es necesario tener presente que la situación antes descrita, al día de hoy, se ve agravada a consecuencia de la sequía que afecta a diversas regiones del país, hecho que, revistiendo los caracteres de catástrofe, ha motivado a su Excelencia el Presidente de la República a dictar, con fecha 11 de abril del año en curso, el decreto supremo N° 866, del Ministerio del Interior, en el cual se establecen diferentes medidas de apoyo, tales como subsidios y otros beneficios para los sectores productivos afectados por fenómenos climáticos.

Finalmente, es preciso señalar que, con el objeto de facilitar la recuperación no sólo de los agentes productores, el legislador, de tiempo en tiempo, ha venido otorgando beneficios de carácter económico a diferentes segmentos de la comunidad. Uno es el sector agrícola, especialmente de los adquirentes de predios derivados de la reforma agraria, que han visto condonadas sus deudas e intereses penales a través de la ley 
N° 19.118.

Asimismo, es posible citar el caso de los deudores de la Corporación de Fomento de la Producción; de los deudores habitacionales y varios otros dentro de los cuales pueden citarse las leyes Nos 19.353, 18.718, 18.379 y 18.354.

A diferencia de lo anterior, salvo la ley N° 18.748, que condonó y autorizó la reprogramación de los créditos otorgados por la Enami, desde el año 1988, el sector minero no ha sido beneficiado con medidas de esta naturaleza.

La idea matriz o fundamental del proyecto es dar solución al problema de endeudamiento que mantienen los pequeños mineros con la Empresa Nacional de Minería, mediante la condonación parcial de la masa de deudas, siempre que el capital original no excediere de 50 mil dólares al 31 de diciembre de 1989.

La iniciativa beneficia a un universo superior a 4.700 pequeños mineros deudores de Enami, con deudas vigentes o morosas. El monto global de la masa adeudada asciende a la suma total de 11 millones de dólares. La condonación no representará, como lo establece el mensaje, pérdida patrimonial para la Empresa Nacional de Minería, toda vez que ésta ha provisionado adecuadamente dicha cantidad.

Asimismo, el proyecto resolverá los problemas socioeconómicos de los pequeños mineros deudores, quienes habitualmente presentan las mayores dificultades para cumplir con sus compromisos y tienen escasos bienes para responder por la vía judicial a un pago que se les requiera.

Por último, también beneficiará a la propia Empresa Nacional de Minería, por cuanto le permitirá eliminar de su contabilidad las deudas cuyo pago no ha podido obtener.

La Comisión estimó que el proyecto en estudio no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado. Asimismo, estimó que, en su totalidad, debía ser conocido por la Comisión de Hacienda.

A continuación, me referiré a artículos e indicaciones rechazados por la Comisión.

Los Ddiputados señores Leay, Prokuriça y Vilches formularon una indicación para reemplazar, en el inciso primero del artículo 1° propuesto por el mensaje, las palabras "pequeños mineros" por los vocablos "productores mineros".

Puesta en votación, fue rechazada por mayoría de votos.

Los Diputados señores Leay y Vilches formularon una indicación para sustituir, en el inciso primero del artículo 1°, la expresión "31 de diciembre de 1989" por "31 de diciembre de 1996".

El presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones reglamentarias, la declaró inadmisible, por tratarse de una materia de iniciativa legislativa exclusiva del Presidente de la República.

Los Diputados señores Leay y Vilches formularon una indicación para agregar, al final del inciso primero del artículo 3°, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,) la siguiente frase: "ajustándose a la fuerza patrimonial del deudor."

El presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones reglamentarias, la declaró inadmisible.

Por último, los Diputados señores Leay y Vilches formularon una indicación para sustituir el artículo 4° por el siguiente: "Facúltase a la Empresa Nacional de Minería para transigir en los juicios que actualmente se tramiten por cobro de títulos ejecutivos suscritos por productores mineros"

El presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones reglamentarias, también la declaró inadmisible.

Luego de escuchar la exposición del señor Ministro subrogante y de un intercambio de ideas y opiniones en el seno de la Comisión, se puso en votación en general el proyecto de ley, el que fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

A continuación, daré a la honorable Cámara una breve explicación sobre cada uno de los preceptos que contiene el proyecto.

El artículo 1º establece la condonación de deudas a los pequeños mineros, con las siguientes características: 

-El monto máximo de condonación será de 50 mil dólares por cada minero.

-La suma total de las deudas por deudor no debe superar, en capital original, dicha cantidad.

-Las deudas deben provenir de créditos, no de otro acto jurídico.

-Los créditos deben haber sido otorgados antes del 31 de diciembre de 1989.

Al respecto, conviene aclarar que el proyecto beneficia, incluso, a quienes se encuentren al día en el pago de sus obligaciones y mantengan deudas con las características antes indicadas.

El inciso segundo dispone que la condonación operará de pleno derecho, es decir, que no requerirá de declaración de ningún tipo, ni judicial ni administrativa. Bastará, a este respecto, la declaración que hace la propia ley y que se den los supuestos prescritos en el inciso primero. Añade que dicho efecto, "ipso jure", es sin perjuicio de las inscripciones, anotaciones, registros y demás actuaciones que corresponda realizar para todos los efectos legales de la misma.

Los Diputados señores Fuentealba, Palma, don Joaquín; Valenzuela y Villegas formularon una indicación para sustituir, en el inciso primero, la expresión "a los pequeños" por "a las personas naturales o jurídicas".

Puesta en votación la indicación, fue aprobada, sin discusión, por mayoría de votos.

Asimismo, puesto en votación el artículo 1º, incluida la indicación aceptada, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

El artículo 2º fija el procedimiento que la Empresa Nacional de Minería deberá realizar para determinar sobre qué monto máximo de deuda debe aplicar la suma por condonar. Dentro de dicho procedimiento, la Enami debe: 

1º Señalar los deudores que reúnan las condiciones señaladas en el artículo 1º.

2º Establecer el total de la masa adeudada por cada beneficiario, el cual resultará de la suma del capital original, más los intereses de cualquier naturaleza, los reajustes y los gastos asociados que afecten a la deuda, todo ello calculado a la fecha de publicación de la ley.

3º Rebajar de esa suma total, el monto que se autoriza condonar, que es de 50 mil dólares, como máximo.

Los Diputados señores Leay, Prokuriça y Vilches formularon una indicación para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

"La persona natural o jurídica minera que hubiese sido omitida por la Empresa Nacional de Minería al ejercer la facultad señalada precedentemente podrá reclamar de ello ante el Directorio de la Empresa Nacional de Minería, al objeto de que se revise su crédito no incluido en la masa de deudas condonadas."

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos.

Los Diputados señores Fuentealba, Palma, don Joaquín; Valenzuela y Villegas formularon una indicación para sustituir, en el inciso primero de este artículo, la expresión "la masa adeudada" por la frase "lo adeudado".

Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

Puesto en votación el artículo 2º, con las indicaciones incluidas, fue aprobado por unanimidad.

El artículo 3º faculta a la Empresa Nacional de Minería para reprogramar los excedentes de deuda, no comprendidos en la condonación, y para fijar los plazos, las condiciones y las demás modalidades a que se someterá dicha reprogramación.

Su inciso segundo otorga el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la ley, para que los beneficiarios de la condonación soliciten la reprogramación del saldo de la deuda.

Puesto en votación el artículo 3º, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

El artículo 4º establece una norma de carácter procesal, que tiene por finalidad resguardar debidamente el patrimonio de Enami. En efecto, señala que mientras transcurra el plazo establecido para solicitar la reprogramación de la deuda, los plazos de prescripción de las acciones de cobro se interrumpirán y no procederá el abandono del procedimiento. Esto significa que, si transcurridos los seis meses el beneficiario no solicita la reprogramación del saldo de la deuda, la Enami podrá ejercer las respectivas acciones de cobro, para lo cual gozará de su plazo completo, ya que se entiende que éste comenzará a correr de nuevo. La no procedencia del incidente especial de abandono del procedimiento significa que, aun cuando la Enami -que es la parte demandante- cese en la prosecución del juicio durante más de seis meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil en la causa, el procedimiento no se entenderá abandonado.

Puesto en votación el artículo 4º, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

En mérito de las consideraciones expuestas, la Comisión de Minería recomienda a esta honorable Corporación aprobar el proyecto de ley que condona las deudas a los pequeños productores mineros.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado informante de la Comisión de Hacienda, señor Galilea.

 

El señor GALILEA.- Señor Presidente, por encargo de la Comisión de Hacienda, paso a informar a esta Sala sobre el proyecto de ley, de origen en un mensaje del Presidente de la República, que condona las deudas por créditos que tienen los pequeños mineros con la Empresa Nacional de Minería, y autoriza a ésta para renegociar los saldos insolutos.

Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, los señores Benjamín Teplizky, Ministro de Minería; Gonzalo Sánchez, fiscal de la Empresa Nacional de Minería, y Osvaldo López, jefe de Proyectos Especiales de la Enami.

El objeto de la iniciativa es dar solución al endeudamiento que mantienen los pequeños mineros con la Empresa Nacional de Minería, mediante la condonación parcial o total de sus deudas, como una forma de apoyar la recuperación del sector minero, fuertemente afectado por la crisis económica que golpeó al país durante los años 1982 y 1983, y por factores climáticos adversos ocurridos con posterioridad.

El Ministro de Minería hizo presente que la iniciativa legal beneficia a un sector productivo que se encuentra afectado por una deuda histórica, cuyo origen se remonta a la crisis de los años 1982 y 1983, que no ha sido favorecido anteriormente con condonaciones, como ha ocurrido con otros segmentos de la comunidad, y que necesita imperiosamente restituir su situación patrimonial para ejercer su actividad con normalidad.

Puntualizó también que, en 1991, el directorio de Enami facultó a su Comité de Créditos para repactar deudas y condonar intereses, y al fiscal de dicha empresa para suspender ejecuciones judiciales en trámite, como un paliativo frente al deterioro causado al sector por los temporales ocurridos en la zona norte.

Sostuvo el señor Ministro que el mecanismo propuesto está bien focalizado en quienes más necesitan de ayuda y que se espera que opere en forma ágil y desburocratizada.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos en base a las características del proyecto, que comprende deudas anteriores al 31 de diciembre de 1989, de un capital original inferior a 50 mil dólares por deudor y cuyo valor a condonar corresponde a saldos deudores que incluyen capital, intereses, reajustes y gastos asociados, estima que se trataría de un universo de beneficiarios de 4.764 deudores, por un valor que alcanza los 10.989.000 dólares. El cuadro que muestra el desglose de esta deuda está dividido en distintos tramos de endeudamiento con los montos comprometidos y sus porcentajes.

Se destaca en dicho informe que Enami presenta una provisión contable por deuda vigente de 17.501.000 dólares en sus estados financieros, por lo que esta condonación no significaría pérdidas futuras en su estado de resultado.

Quisiera agregar al informe algunos antecedentes adicionales solicitados por la Comisión de Hacienda.

Los mineros con deuda original vigente, contraída entre enero de 1988 y diciembre de 1989, alcanzan a 31 personas naturales o jurídicas, con un monto a condonar de 
503 mil dólares de un total general -como ya he señalado- de 10.989.000 dólares.

En segundo lugar, los 318 mayores deudores sujetos a condonación, con deudas individuales superiores a 10 mil dólares, representan un monto total de 7.701.000 dólares, de los cuales 7.306.000 dólares se condonarían, y 465 mil dólares se reprogramarían. Del total de los 7.701.000 dólares, se encuentran vencidos 7.516.000 mil dólares, que equivalen al 96,7 por ciento. En base al gran porcentaje vencido, en la actualidad muy pocos se encuentran pagando sus deudas.

La Comisión de Minería y Energía dispuso en su informe que la de Hacienda tomara conocimiento de la totalidad del proyecto aprobado por ella.

Quiero hacer una muy breve relación, que consta en el informe, del articulado del proyecto, ya que el diputado informante de la Comisión de Minería lo ha hecho con mayor detalle.

El artículo 1º del proyecto establece la condonación de las deudas de hasta 50 mil dólares, en capital original, por deudor, por créditos otorgados antes del 31 de diciembre de 1989, lo cual operará de pleno derecho.

El artículo 2º dispone que la Enami determinará los deudores que reúnan las condiciones señaladas en el artículo anterior y el total de lo adeudado por beneficiario para efectos de la condonación. También se contempla un recurso para quienes hubiesen sido omitidos de la nómina, de modo que sea revisada su situación.

El artículo 3º autoriza a la Enami para que reprograme el saldo de deuda que exceda del monto condonado y fije plazos, condiciones, modalidades y demás términos de dicha reprogramación. Además, dispone que las personas beneficiadas con la condonación deberán solicitar la reprogramación de la deuda ante la Enami, dentro del plazo de seis meses.

Finalmente, el artículo 4º prescribe que en el período establecido para solicitar la reprogramación de la deuda se interrumpirán los plazos de prescripción de las acciones de cobro y no procederá el abandono del procedimiento.

Los artículos 1º, 2º, 3º y 4º fueron puestos en votación, en su conjunto, por el presidente de la Comisión de Hacienda, y fueron aprobados por 8 votos a favor y 1 abstención.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor 
Villegas.

 

El señor VILLEGAS.- Señor Presidente, la bancada de la Democracia Cristiana apoyará entusiastamente este proyecto, enviado por su Excelencia el Presidente de la República y anunciado en el Mensaje del 21 de Mayo recién pasado, que dice relación con un proyecto que favorece a cuatro mil seiscientos pequeños mineros distribuidos en las zonas y regiones mineras.

Este proyecto ha sido largamente esperado por el sector de la pequeña minería, dado que, según ha informado el Diputado señor Fuentealba en su exposición, el fundamento que tuvo el Ejecutivo para enviarlo fue la situación en que se encontraban los pequeños mineros como consecuencia de las deudas contraídas con la Empresa Nacional de Minería, las que, por el cambio en la paridad cambiaria del dólar y por renegociaciones hechas con el Banco del Estado, a través de los créditos Bech, fueron paulatinamente quedando sin pagar, dejándolos en una situación de morosidad que significó que sus antecedentes comerciales figuraran en Dicom, sin poder acceder por ese motivo a créditos con la Enami.

Al analizar la historia de la pequeña minería, vemos que son muy pocas las medidas orientadas al fortalecimiento de esta importante actividad productiva, muchas veces único sostén para la sobrevivencia de distritos mineros que viven, directa o indirectamente, por la acción de fomento de la Empresa Nacional de Minería.

Por esa razón, este proyecto viene a hacer justicia a los pequeños mineros, que tanto le han dado a varias regiones durante muchos años.

En ese sector siempre se consideró que la Empresa Nacional de Minería debía realizar una acción muy directa en su beneficio por la vía de la compensación, es decir, mediante un modo de extinguir las obligaciones, por cuanto los pequeños mineros sostenían que, por las fluctuaciones en el precio del cobre, eran acreedores de la Empresa Nacional de Minería en las diferencias de precio que tenían pactado. A su vez, como eran deudores de la Enami, pedían una compensación, es decir, una extinción de las obligaciones, porque ambas partes eran recíprocamente deudores y acreedores.

En varias oportunidades, durante 1994, 1995 y 1996, en esta Cámara me he referido al tema, haciéndome eco de peticiones hechas por las asociaciones mineras, específicamente de la Tercera Región, las cuales sostenían que la única forma de reactivar este sector productivo era a través de la condonación de sus deudas, a fin de que pudieran tener viabilidad para acceder a todo lo que significaba la línea de fomento y de préstamos que estaba otorgando la Enami que, a partir de 1990, ha sido tremendamente significativa para el sector de la pequeña minería. Por ello, en el mensaje, el Presidente Frei ha señalado que la política minera de este gobierno se orientará específicamente al fortalecimiento de la pequeña minería mediante la apertura de poder de compra donde sea necesario.

Este proyecto, que en síntesis tiene por objeto condonar las deudas de hasta 50 mil dólares por créditos otorgados antes del 31 de diciembre de 1989, reviste gran importancia para un conjunto de pequeños mineros del país. Más aún, a aquellas personas naturales o jurídicas que tengan créditos superiores desde esa fecha, se les dará un plazo de seis meses para reprogramarlos en condiciones bastante ventajosas. De esa manera se resolverá el tema de la deuda histórica de la pequeña minería.

Indudablemente, los diputados de la Democracia Cristiana apoyaremos con entusiasmo esta iniciativa, porque la única forma de fortalecer a este sector productivo es a través de políticas muy concretas. La condonación es una, pero también hacemos un llamado al Gobierno, en especial al Ministro de Minería subrogante, que nos acompaña, para que se implementen muchas otras medidas.

Creemos que la condonación soluciona una deuda histórica, pero también son necesarias otras políticas que se orienten específicamente a una acción más directa de la Enami y del Estado para el fomento de este sector productivo, dada su importancia estratégica en muchos distritos, zonas mineras y regiones, cuya actividad más trascendente es la minería.

Por esa razón y en atención al tiempo, quiero destacar que comparto plenamente el articulado del proyecto, el cual aprobamos después de un largo debate en la Comisión de Minería, porque creemos que es una contribución concreta, real y práctica para la solución del endeudamiento histórico de la pequeña minería. La condonación operará ipso jure -es decir, de pleno derecho-, a contar de la publicación de la ley. En consecuencia, mientras más pronto se tramite el proyecto, más rápida será la solución para este sector que, de esa forma, podrá acceder a los créditos que está entregando el Gobierno en su acción de fomento de la minería.

Hace pocos días, a raíz de la catástrofe que se produjo en la Tercera Región, los parlamentarios que la representamos nos reunimos con el Ministro de Minería y todas las asociaciones mineras, oportunidad en la que pudimos comprobar la importancia del proyecto; pero, como todavía no ha sido aprobado y estamos en su tramitación, muchos mineros no pueden acceder a los créditos de la Empresa, porque se encuentran en situación de morosidad. En consecuencia, requerimos del Gobierno que, en cumplimiento de las normas orgánicas que regulan la acción de la Empresa Nacional de Minería, se otorguen créditos a los mineros, pues al extinguirse su deuda histórica por la condonación ipso jure, es decir, de pleno derecho, a contar de la publicación de la ley quedarán con sus antecedentes limpios y podrán acceder a una línea de crédito significativa y sustancial, lo cual reactivará a los distritos y zonas donde la minería tiene un asentamiento concreto.

Por estas consideraciones, anuncio el voto favorable de la bancada democratacristiana.

He dicho.

 

El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Munizaga.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, los pequeños y medianos mineros se han visto seriamente afectados a raíz del aumento explosivo que ha experimentado la deuda que contrajeron en el período 1982-1983 para sortear la crisis que vivía el sector.

Recordemos que, con posterioridad, se produjo una revalorización del dólar, lo cual significó que las deudas aumentaran en forma desmedida, imposibilitando a muchos empresarios mineros para pagar los compromisos contraídos. Como consecuencia de esa situación, muchos de ellos fueron considerados deudores morosos por la Enami y, por lo tanto, quedaron impedidos de operar con esa empresa y con otras instituciones de crédito a causa de esa circunstancia. Esa situación significó que muchas faenas mineras de las regiones del norte, en particular, paralizaran y no sólo se vieran afectados estos empresarios, sino también muchos trabajadores.

A raíz de esta situación, que afecta desde esa época a la producción minera del país, los diputados representantes de las distintas bancadas -en especial, en el caso de la Tercera Región, del Diputado señor Baldo Prokuriça, quien desde hace mucho tiempo ha planteado el tema- reiteramos nuestra inquietud por ese problema. Este año, el Gobierno la recogió y envió un proyecto que beneficiará a 4.700 mineros, condonando la deuda histórica con Enami por un máximo de 50 mil dólares por institución o persona, con un total de 11 millones de dólares, que ya figuraba en la cartera vencida, por lo cual no implica ninguna pérdida patrimonial, sino que, sin lugar a dudas, representará una verdadera reactivación para el sector minero. ¿Por qué digo esto? Porque los industriales que tienen pertenencias y que en este minuto estarían en condiciones de poner en marcha sus faenas, deben permanecer inactivos por no contar con la asistencia crediticia indispensable.

Hoy, cuando aún se viven los efectos de la sequía que azotó por cinco años a esa zona, los que no terminan con una o dos lluvias grandes, como las recientes, porque perduran en los campos, se hace imprescindible la reactivación del sector minero, más aun cuando este país de contrastes, después de una larga sequía, nos trajo una serie de temporales que han producido consecuencias devastadoras.

Entonces, resulta urgente la condonación de la deuda histórica de los pequeños y medianos mineros para que puedan reactivar sus faenas y, de esta forma, ocupar a mucha gente que actualmente no tiene donde trabajar.

La pequeña y mediana minerías han sido fundamentales en el desarrollo de esa actividad en el país. Debemos recordar que donde existen explotaciones de la gran minería, antes llegó un pirquinero, estuvo un pequeño o mediano empresario y, a raíz de su trabajo, de su búsqueda y de su tesón, posteriormente se logró que las grandes empresas ubicaran estos ricos yacimientos.

Dada la importancia que la minería ha tenido en el desarrollo económico de Chile, es fundamental que ese sector siga siendo un baluarte en esa producción. Por eso, considero fundamental que el Estado retome el papel de fomento que en el pasado le otorgó a la pequeña y mediana minerías. Este proyecto, que condona su deuda histórica, es una buena señal en ese sentido. Indica el camino adecuado, pero creo que el Estado debe ir mucho más allá.

Por este motivo, aprovechando la presencia del Subsecretario de Minería, me permito reiterar, como bancada, nuestra solicitud para que se incrementen distintos instrumentos de fomento, a fin de ir en ayuda de este sector, el cual, lamentablemente 
-como dije-, sin el apoyo del Estado no tiene posibilidades de seguir subsistiendo.

En virtud de lo expuesto, anuncio mi voto favorable al proyecto. Asimismo, quiero expresar al Ejecutivo mi satisfacción por adoptar una medida largamente esperada por sus beneficiarios, la que, sin lugar a dudas, producirá una reactivación en la pequeña y mediana minerías del país.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Felipe Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, parece ser que hoy ha cambiado el rol del Estado.

Desde luego, también votaremos a favor del proyecto, porque permite a los pequeños y medianos empresarios mineros finiquitar deudas contraídas con la Enami hasta el 31 de diciembre de 1989. Es decir, no se trata de créditos otorgados por los Gobiernos de la Concertación, sino durante la dictadura, época en que el Estado no cumplía una función subsidiaria. Hoy, en cambio, debe corregir esos errores y desarrollar una función distinta.

Repito que los socialistas aprobaremos el proyecto, pero queremos que no se olvide el tema cuando se traten otros asuntos. Así como hoy se socorre a los pequeños y medianos empresarios, condonándoles de sus deudas, el Estado también debe promover la fiscalización de los créditos y ejercer sus facultades para regular las actividades comerciales y mineras en general. En caso contrario, no se producirán los efectos deseados.

Quiero recordar que la Enami soluciona, en parte, el problema de las deudas atrasadas. A lo mejor, algunos mineros arreglan su situación con la condonación de 50 mil dólares, pero hay otros que utilizaron su calidad de pequeño o mediano empresario para conseguir, del Estado, en épocas de la dictadura, créditos que iban más allá de los dos o tres millones de dólares, dinero que, al igual que en la deuda bancaria, aún no lo restituyen para financiar el gasto social.

Insisto en que los socialistas respaldaremos el proyecto, porque compartimos con el Gobierno la necesidad de estimular la actividad de los pequeños mineros, concentrados, fundamentalmente, en la zona norte del país; pero -repito- queremos asegurarnos de que exista un órgano fiscal que regule, en alguna oportunidad, una actividad económica determinada.

Nos parece excelente el procedimiento de proponer al Parlamento chileno la decisión sobre estos aspectos de la economía. Lo señalo porque consideraríamos igualmente excelente que toda la actividad que analizará la Enami sea objeto de un debate parlamentario, de la misma manera como ahora estamos condonando estas deudas. Se ha hablado de estudios para "privatizar" la actividad de la Enami en las zonas norte y centro del país. Nos preocupa que las asociaciones que se desean formar con entes públicos o privados se hagan a espaldas de este Parlamento. Reitero que apoyaremos esa idea, pero también queremos establecer principios: rol importante del Estado en el funcionamiento económico del país, y también de este Parlamento para participar en las decisiones públicas importantes que se adopten respecto de la minería chilena, todavía en manos del Estado.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Joaquín Palma.

 

El señor PALMA (don Joaquín).- Señor Presidente, sin duda, el proyecto en estudio responde a una vieja aspiración tanto de las personas que trabajan en la pequeña minería como de los parlamentarios que representamos a las regiones Segunda, Tercera, Cuarta y Quinta. No se había podido concretar, porque han existido demasiados intereses, de distinta naturaleza, de sectores que esperaban recibir apoyo de este tipo y que se expresaban en peticiones que no correspondían a las políticas del Gobierno de la Concertación. Recuerdo que iniciado el período parlamentario de 1990, el entonces Diputado señor Campos presentó un primer proyecto de acuerdo, aprobado por unanimidad en la Cámara, para solicitar algún tipo de condonación de las deudas con la Enami.

Este proyecto llevará alivio a innumerables empresarios, pequeños y medianos, que durante muchos años no han tenido las condiciones de trabajo que les aseguren tranquilidad y prosperidad en una actividad que requiere mucho esfuerzo y sacrificio.

Los diputados democratacristianos lo apoyaremos con gusto, porque responde a los criterios que le hemos planteado al Gobierno como una forma de resolver esta situación en cuanto a montos, períodos y posibilidades de reprogramaciones posteriores, que se incluyen justamente en la normativa propuesta.

Las condiciones difíciles en que se desarrolla la pequeña minería no se deben a la política del gobierno ni a causas de fácil manejo, ya que éste ha actuado en forma positiva, al menos durante los últimos siete años, al adoptar medidas que faciliten la realización de esa actividad. Por ejemplo, en tres oportunidades se ha prorrogado el pago de las patentes mineras; durante estos años se han entregado cifras equivalentes a 20 millones de dólares para el fomento de la pequeña minería; hace tres años se creó el Programa de Asistencia y Modernización de la Minería Artesanal, con el objeto de ordenar las actividades estatales relacionadas con el apoyo que se entrega a los distintos tipos de mineros, pues no todos son iguales 
-los pirquineros son muy distintos de los pequeños mineros y éstos de los medianos-; en varias oportunidades el directorio de la Enami ha renegociado las deudas de los mineros para permitirles seguir operando; se ha reestructurado la Empresa Nacional de Minería, disponiéndose, entre otras cosas, que la Gerencia de Fomento se traslade a la ciudad de Copiapó, donde funciona desde hace tres años; se ha llevado a cabo una interesante y exitosa política de evaluación de reservas para apoyar a los pequeños y medianos mineros que tengan viabilidad en el futuro; se ha entregado una buena ayuda tecnológica para la reconversión de los pequeños mineros y se ha desarrollado una política de oferta de precios, basada en ventas a futuro o en otras proposiciones que ha hecho la Enami, con el objeto de asegurar a los mineros alternativas acordes con sus aspiraciones y la forma en que ellos quieren llevar su negocio.

Cualquier sector de la economía chilena que hubiese contado con este apoyo estatal estaría contento, pero no parece ser así por parte de los mineros, a juzgar por las variadas declaraciones que han realizado algunos dirigentes gremiales o sus voceros en el ámbito político.

¿Por qué esta apreciación? Hay varias situaciones que han jugado en contra de la manera tradicional en que se desarrolla la actividad de los pequeños mineros. Entre otras, el cambio tecnológico que permite la producción de cobre y oro a muy bajo costo en minas de bajísima ley, pero sólo para explotaciones de gran tamaño. Por lo tanto, los pequeños mineros no han podido acceder a dicho cambio tecnológico. 

Asimismo, se ha producido una fuerte baja en el precio del cobre, del oro y de la plata a nivel internacional, en relación con los precios de los años 60 o principios de los 70, que, por desgracia, son una referencia normal, habitual, por parte de los pequeños mineros. Ellos comparan la época de esplendor de la pequeña minería con la situación de los últimos 25 años, que no ha sido de gran auge.

Además, la abundancia de dólares que ha habido en Chile en la última década, sin duda ha reducido sus ingresos, ya que, fundamentalmente, son exportadores. Una disminución en términos relativos, pero que les afecta en sus negocios.

También se ha establecido un reordenamiento jurídico en el país en relación con la propiedad minera, lo que de alguna forma ha limitado los espacios geográficos en que desarrollaron su labor los pequeños mineros durante toda nuestra historia.

Además, existe un problema cultural. Este sector ha debido y debe pasar desde una etapa de alta protección y de gran ayuda para su desarrollo por parte del Estado a una de menor protección, más en concordancia con las políticas económicas y sociales del momento. Lo que ha sucedido en Chile durante los últimos siete años ha sido un proceso de transición de la cultura minera antigua a una más acorde con los tiempos que vivimos. 

Las últimas medidas adoptadas por el Estado definen el esquema en que se desarrollará en los próximos años la pequeña y mediana minerías. Entre ellas, la reestructuración de la Enami, de acuerdo con las pautas anunciadas por el Ejecutivo, lo relacionado con el gasto de fomento debatido en el Parlamento en la discusión del último Presupuesto y, además, la plena operación, durante los próximos años, del proyecto de asistencia a la minería artesanal, que favorecerá el trabajo de los pirquineros, pero de una manera distinta de lo que se ha hecho históricamente.

La última medida, que tratamos hoy, es la condonación de deudas, que con un buen criterio de equidad se ha acotado en 50 mil dólares por persona y limitado en el tiempo hasta diciembre de 1989, lo cual dará un alivio a los pequeños y medianos empresarios y, lo que no es menos importante, permitirá la limpieza de sus antecedentes financieros en el sistema bancario.

Aunque algunos personeros insisten en descalificar el trabajo realizado por el Gobierno y sus empresas y servicios en favor de las actividades de los pequeños y medianos mineros, existe una política que debe conducir a la estabilidad del sector, la cual equilibra la eficiencia en el trabajo y en la aplicación de los recursos, con el sentido social que históricamente ha tenido el apoyo del Estado a los pequeños mineros, en especial a los que extraen oro y cobre.

Las definiciones sobre propiedad y gestión que se están determinando en relación con las fundiciones, refinerías y plantas de tratamiento estatales, a mi juicio, muy positivas, por fin separarán las actividades productivas de las tareas de fomento que realiza el Estado, lo que es necesario para evaluar el trabajo y la gestión de las empresas. 

Esta tarea de ordenamiento del sector que han realizado el Ministerio de Minería y las autoridades de la Enami, dirigida por el señor Agostini, durante el Gobierno del Presidente Frei, ha sido muy importante, aunque no valorizada en forma adecuada, porque aquí abundan las pasiones y se utilizan muchos lugares comunes al opinar sobre los problemas del sector; pero, sin duda, significarán reglas claras y estabilidad para los trabajadores y empresarios de la pequeña minería durante los próximos años. 

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Vilches.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, esta honorable Sala está abocada al estudio del proyecto que condona deudas por créditos a los pequeños mineros y autoriza a la Empresa Nacional de Minería para renegociar los saldos insolutos de las mismas.

En envío de esta iniciativa fue solicitado en reiteradas oportunidades en este período legislativo. Incluso, en el gobierno del Presidente Aylwin, en muchas oportunidades los diputados de la bancada de Renovación Nacional, los señores Prokuriça, Munizaga, Valcarce, Cantero y quien habla, que representamos zonas mineras, solicitamos este beneficio para los pequeños mineros. Debo decirlo, porque hay que poner las cosas en su lugar.

La presentación de este proyecto fue anunciada públicamente en 1996 por el Ministro de Minería, señor Benjamín Teplizky; pero Hacienda, con don Eduardo Aninat a la cabeza, siempre se ha negado a otorgar un beneficio de este tipo a la minería. Por eso, hemos debido reiterar la solicitud en muchas oportunidades, y ahora que ingresó a la Cámara de Diputados, puedo decir que responde a un sentido anhelo de todos los mineros de la pequeña y mediana minerías del país.

En los últimos años este sector ha tenido altibajos debido a los precios internacionales del cobre, oro y plata.

Pero en esto debemos hacer claridad: la Enami debe su existencia a los proveedores, pequeños y medianos productores del país, quienes durante buenos y malos períodos le han entregado sus minerales, porque la única forma de que el cobre se transforme en producto de exportación es mediante el rol subsidiario de esa empresa. Sin embargo, la Enami no siempre ha cumplido su rol con políticas claras, y en algunos momentos se ha perjudicado al sector.

El endeudamiento alcanzado en los años de bajo precio del cobre hizo que durante mucho tiempo los pequeños mineros subsistieran con grandes dificultades, lo que queda demostrado en el informe del proyecto cuando señala que serán beneficiados 4.764 deudores. Ello indica el número de pequeños productores que había en la década de los 80, los que hoy -lo digo en forma responsable- no superan los 500 en el país.

Esto demuestra claramente que hubo un deterioro muy fuerte de los pequeños mineros por diversas razones. Entre otras, porque estaban impedidos de acceder a créditos en las instituciones financieras o de los bancos, debido a la morosidad y por estar en la lista negra de Dicom o de otras empresas que informan sobre deudores morosos.

Por las razones expuestas, apoyaremos el proyecto, porque implica un paliativo a las dificultades que han tenido los pequeños mineros. En todo caso, esta condonación la calificamos como una verdadera compensación al sector de la pequeña y mediana minerías, pues muchas veces el mejoramiento de los precios internacionales no benefició a ese sector, sino a la Enami, la cual, con ventas en el corto y mediano plazo logró colocaciones que la favorecieron, pero esa diferencia de mejor precio no se traspasó a los productores. Entonces, existe un saldo importante de recursos que no recibieron los pequeños y medianos mineros. Si a esto agregamos que ellos, en virtud de una normativa vigente, tienen descuentos por la venta de sus productos a la Enami, lo que produce otro saldo muy importante de recursos, que nunca les ha sido devuelto.

Me refiero específicamente a las disposiciones sobre compra de minerales que establece un descuento de 0,3 gramos por tonelada de oro en cada compra a los pequeños mineros. Esa cantidad es tan importante que, incluso, los diputados de Renovación Nacional hemos solicitado en muchas oportunidades que con ella se constituya un fondo para iniciar un plan de jubilación o de compensación para los trabajadores independientes de la pequeña minería, quienes, normalmente, no cuentan con ningún tipo de previsión, pero no hemos logrado éxito. Cabe destacar que el descuento en los minerales de alta ley es de 1 gramo por tonelada de oro, que representa un monto realmente significativo, pero que nunca se ha devuelto al sector.

Sin lugar a dudas, los 50 mil dólares fijados en el proyecto como tope máximo de condonación para cada uno de los pequeños productores mineros, es una suma importante.

Hemos solicitado -sin éxito hasta el momento; pero esperamos reactivar esta petición en el Senado- que la fecha que arbitrariamente se definió en el proyecto, 31 de diciembre de 1989, se extienda hasta 1991, 1992 ó 1993, porque muchos de los pequeños mineros tuvieron que renegociar en esa oportunidad, y están endeudados en cantidades superiores a las originalmente pactadas en créditos otorgados en las décadas de los 70 y 80.

Por ello, insistiremos en la modificación de esa fecha, reconociendo que, sin lugar a dudas, constituye un beneficio para muchos pequeños productores que se endeudaron en esa época.

También nos preocupa -hemos presentado una indicación al respecto- que el período de renegociación del saldo de las deudas de los pequeños productores que superan los 50 mil dólares sea de seis meses. Estimamos que dicho período debería ser, a lo menos, de un año. Insistiremos en el Senado en la ampliación de dicho plazo.

Por otra parte, debe considerarse el deterioro de la paridad cambiaria. Estudios serios, hechos por la propia Enami, señalan que en los últimos seis años sufrió una baja del 45 por ciento. Ello significa, en pocas palabras, que el productor minero que antes recibía 100 centavos por dólar por la exportación de cobre, oro o plata, hoy sólo percibe 55 centavos, lo que se debe sumar a los costos que ha tenido que asumir en los últimos seis años por concepto de inflación interna y de alzas de insumos, salarios y sueldos de sus trabajadores.

Por eso estimamos que este sector debería contar con una política que establezca la compensación por el deterioro en la paridad cambiaria, que afecta a toda el área exportadora, lo que hemos planteado en muchas oportunidades. Incluso, las asociaciones mineras, como la Sociedad Nacional de Minería, también han hecho planteamientos en este sentido, que no han sido recogidos en las políticas de Estado que debe implementar el Gobierno del Presidente Frei.

Finalmente, anuncio que apoyaremos el proyecto, a pesar de sus falencias y omisiones, porque permitirá que estos 4.764 productores beneficiados accedan a nuevos créditos que reactivarán sus faenas y, por ende, a la pequeña minería, lo que generará una alta cantidad de empleos en el norte del país, zona que vive de esta actividad.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Leay.

 

El señor LEAY.- Señor Presidente, éste es un proyecto bastante simple. El diputado informante y quienes me han antecedido en el uso de la palabra lo han reseñado, por lo que aprovecharé esta oportunidad para referirme a un tema de fondo, que dice relación con la pequeña minería.

Si analizamos el factor histórico del desarrollo minero del país, nos encontraremos con que siempre dentro de los grandes proyectos que hoy se materializan, existió un pequeño minero, cuyo trabajo permitió el descubrimiento de estos yacimientos y el desarrollo de muchas zonas de nuestro árido desierto, donde se fueron creando pueblos, ciudades y fuentes de trabajo que han sido el sustento y el progreso de aquellas regiones.

Pero el desarrollo de la pequeña minería ha ido perdiendo su presencia y eficiencia, en la medida en que ha transcurrido el tiempo. Es así como hemos visto en los últimos años que, luego de la existencia de más de un millar de pequeños productores, importantes para el desarrollo de estas regiones, hoy, con la aplicación de ciertas políticas de fomento, sólo podemos hablar de algún centenar de pequeños productores que siguen "vivos" en esta dura tarea de laborar la tierra y sacar sus minerales. Esto nos lleva a una reflexión, que deberíamos compartir con el Ejecutivo: qué queremos para la pequeña minería y cuál es la política del Estado frente ella.

Aquí hay una institución llamada Enami, que tuvo el fomento como su base de fundamentación; su ley orgánica se orienta al fomento productivo, al fomento de la pequeña y mediana minerías. Pero si analizamos sus resultados en los últimos años, vemos que esa tarea prioritaria que le imponía la ley, que fue el origen de su creación, hoy se ha ido perdiendo. Los resultados están a la vista y nos indican que, día a día y año a año, hay una menor cantidad de productores mineros. 

Aquí se ha dicho que esto no depende exclusivamente de la gestión de la Enami. Es cierto que hay una multiplicidad de factores -se han mencionado varios, y yo no quiero repetirlos-, pero eso no quiere decir que la institución encargada del fomento no deba tomar las providencias, no deba calificar oportunamente la situación y no deba enfocar los objetivos que nos permitan analizar y plantearnos el tema de fondo: si se quiere hacer desaparecer la pequeña minería o sustentarla en el tiempo, como un trabajo productivo y de aporte al país.

Esa pregunta no se resuelve con este proyecto. Aquí he escuchado algunas intervenciones que argumentan que, al parecer, con esta condonación a un cierto grupo de mineros, se solucionaron los problemas de la pequeña minería, lo que es falso y no cambiará en forma radical la situación de la pequeña minería. Ésta cambiará cuando definamos claramente cuál será el rol de fomento que hará el Estado chileno a través de la Enami o de cualquier otra institución.

Aquí se ha hablado de que es muy posible que, a futuro, entre en la Enami la participación de terceros; también se ha dicho que es muy factible que algunas de sus instalaciones sean traspasadas a otra empresa estatal o se entreguen a la participación de pequeños o grandes productores mineros y de que habría que reestructurar y crear una agencia de fomento. Creo que ése es el tema de fondo, pues nos aclarará las dudas que hoy represento en la Sala, y que es el sentir mayoritario de los mineros de este país.

Me parece que el tema de fondo no está siendo abordado. Apoyaremos esta iniciativa, ya que, sin lugar a dudas, alivia la mochila de pequeños productores a lo largo del país, pero no soluciona sus problemas; no enfrenta con claridad la realidad de este sector, cual es hacer una cirugía que le permita seguir trabajando y explotando la riqueza mineral que posee nuestro país. Desde esa perspectiva, hago un llamado al señor Subsecretario para que podamos estudiar pronto el tema de fondo de este sector en la Comisión de Minería, cuyos integrantes hemos tenido la oportunidad de recoger cada una de estas inquietudes y tenemos absoluta claridad de la situación que hoy afecta a los pequeños productores. Tenemos proposiciones concretas, pero es importante que el Gobierno tome la iniciativa, pues esta materia está relacionada con sus facultades y no con las del Parlamento. En la medida en que envíe un proyecto que apunte a un verdadero fomento, a un verdadero sustento de esta pequeña minería para proyectarla como un sector productivo importante, como lo fue en el pasado y lo puede ser en el futuro, podremos tratar de manera seria y en profundidad los problemas de este sector.

Señor Presidente, quise centrar en esta materia la postura de nuestro partido, que postula ayudar a un sector que ha aportado mucho al país y que, en el futuro, podrá seguir aportando el trabajo, el esfuerzo y el desarrollo a importantes zonas de Chile.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Encina.

 

El señor ENCINA.- Señor Presidente, quiero señalar el más irrestricto apoyo de la bancada del Partido Socialista al proyecto que condona la deuda histórica de la pequeña minería y renegocia los saldos insolutos de las mismas.

Después de escuchar a los parlamentarios de Oposición, debo hacer algunas aclaraciones y recordar detalles que parece que algunos olvidan.

En primer lugar, debo señalar que esta deuda surge en la década del 80, por lo tanto, estamos hablando de una deuda acumulada hasta 1989; es decir, se trata de una obligación originada en el período del régimen militar. Parece que los señores parlamentarios de la Derecha se olvidan de ese detalle.

Además, con qué facilidad ellos hacen suya la política del Gobierno, cosa de la que nos alegramos, pero critican lo que no pudieron hacer durante ese régimen.

Éste es el fondo del tema, pues aquí se está discutiendo acerca de una deuda que surgió durante el gobierno militar, el que no fue capaz de controlarla ni tampoco de dar soluciones para la pequeña minería en ese período. 

Es obvio que hubiésemos querido que resolvieran el problema de la pequeña minería en Chile con la misma celeridad que demostraron para privatizar muchas empresas. Eso no fue así. Existe constancia histórica de que muchas situaciones todavía están en la nebulosa y absolutamente poco aclaradas desde el punto de vista económico y político. En definitiva -repito-, el gobierno de la Concertación ha corregido el problema que arrastraba la pequeña minería y que no pudo resolver el régimen militar.

Valoramos la participación de los parlamentarios de la Derecha. Creemos que es importante; pero lo es más todavía la política y el planteamiento de los parlamentarios de la Concertación que han impulsado al Gobierno a enviar este proyecto de ley al Congreso, a fin de que hoy podamos aprobar un cuerpo legal que entrega la posibilidad de sanear la deuda histórica de la pequeña minería. 

Éstas son cosas que debemos aclarar para aportar a una discusión que es fundamental, porque la pequeña minería no viene deteriorándose desde el punto de vista económico tan sólo desde los años 90, sino que arrastra sus problemas a partir de las décadas del 70 y del 80, básicamente a raíz del escaso apoyo -creo que aún sigue siendo poco- que ese sector tan importante de la economía tuvo durante muchos años.

Por otra parte, la pequeña minería está recibiendo un beneficio bastante menor del que han tenido otros sectores. Sin embargo, no quiero decir que no esté bien que otros sectores hayan recibido ayuda en situaciones difíciles y complejas de su actividad económica. Por ejemplo, si no me equivoco, sólo la condonación de las deudas de la ex Cora representa para el país alrededor de 220 millones de dólares, mientras que la que ahora discutimos significa 11 millones de dólares.

Debiera haber muchas más políticas orientadas a fomentar y a apoyar la producción de la pequeña minería, ya que es insuficiente lo que plantea el proyecto y la política que desarrolla el Ministerio de Minería. Esperamos, al igual que el resto de los parlamentarios, políticas específicas e instrumentos que puedan aplicarse a la pequeña minería y que hoy, desgraciadamente, no existen.

Este proyecto constituye un pequeño alivio para los pequeños mineros porque permitirá que muchos de ellos puedan utilizar otros instrumentos de fomento y, fundamentalmente, solucionar su problema financiero, en el sentido de no quedar incluidos dentro de los morosos, lo cual les significará aspirar a nuevos créditos de la banca privada o a través de instituciones estatales.

Esperamos que el sector público siga desarrollando actividades de apoyo a la pequeña minería, como en este proyecto. No puede dejarse sola una actividad que ha dado tanto al país y, especialmente, al norte chileno.

Asimismo, quiero plantear la preocupación del Partido Socialista por las eventuales políticas de privatización de algunas actividades de la Enami. Creo que el país debe abocarse a ese debate, en el cual deben participar, sobre todo, los pequeños mineros que pudieran verse afectados por la medida. 

Debemos tener una política clara en ese sentido, y yo diría a los parlamentarios de la Oposición que no la ha sido respecto del fomento a la pequeña minería a través de la Enami. Por ejemplo, durante el estudio y discusión de la Ley de Presupuestos del año pasado, ellos fueron responsables de recortar los fondos destinados al fomento de esa actividad.

Es decir, debemos hablar con claridad respecto de este tema y plantearnos si somos capaces, no tan sólo de tener una actitud discursiva a nivel parlamentario, sino de contar, además, con un proyecto que permita apoyar el desarrollo de la pequeña minería.

Por lo tanto, quiero hacer un llamado a los parlamentarios de la Oposición en el sentido de que trabajemos juntos en este tema y seamos capaces de aplicar una política de Estado para la pequeña minería, puesto que, desgraciadamente, hasta este momento ellos no han tenido la voluntad de realizarla.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- A continuación, tiene la palabra el Diputado señor Baldo Prokuriça, a quien la Mesa aprovecha de saludar con motivo de su cumpleaños.

 

-Aplausos.

 

El señor PROKURIÇA.- Muchas gracias.

Señor Presidente, trataré de ser lo más breve posible sobre un proyecto de ley tan importante para el sector de la pequeña y mediana minerías.

En verdad, cuando en los medios de comunicación se habla de este beneficio para la pequeña minería, se confunde ésta con la gran minería del cobre, que está en este momento en una situación muy boyante, muy buena. Pero la realidad que están viviendo la pequeña y mediana minerías es muy distinta. Por eso, este proyecto es muy esperado en el sector.

Quiero agradecer la especial preocupación que los señores Ministro y Subsecretario de Minería han tenido respecto de esta iniciativa. Creo que sin la voluntad, el tesón y la preocupación que han manifestado permanentemente por el sector -lo cual les ha traído más de algún problema-, el proyecto no habría salido adelante. Además, tanto las asociaciones mineras como parlamentarios de distintas bancadas han solicitado en forma reiterada esta legislación.

Hoy, la situación de la pequeña y mediana minerías es muy difícil y distinta a lo que ha sido la realidad histórica. Cuando el precio de la libra de cobre superaba el dólar, las canchas de acopiamiento de la Enami no eran capaces de soportar la cantidad de minerales que se entregaba. Hoy, en los años 90, los hechos son distintos. En forma constante, el precio de la libra de cobre ha superado el dólar. Sin embargo, las canchas de la Enami han estado desabastecidas y la Empresa ha debido empezar a procesar minerales de grandes compañías mineras -incluso escorias- para poder mantener la actividad en algunas zonas como Vallenar. En la práctica, la situación ha cambiado bastante y, por eso -no se trata de ser desagradecido-, este proyecto, si bien es positivo, no solucionará -como se ha dicho aquí- el problema de fondo. Sin duda, beneficiará a un grupo importante de mineros, pero resolverá sólo parte del problema. Diría que, al menos, tendrá tres efectos positivos.

En primer lugar, permitirá que un grupo de pequeños y medianos mineros sean agentes de desarrollo, los cuales, por largo tiempo, a pesar del precio del cobre, no podían serlo porque figuraban en las pantallas de la Enami como deudores morosos y, por lo tanto, no podían entregar minerales.

En segundo lugar, generará un efecto también importante: los rehabilitará como sujetos de crédito, tanto en el sector público como en la banca privada.

En tercer lugar, dará gran apoyo a las regiones del norte, especialmente para paliar la gran cesantía que existe como consecuencia de la situación tan difícil que está viviendo el sector.

A mi juicio, los efectos a que hacía mención el Diputado señor Leay son, quizás, las razones de fondo que han motivado la crisis de la pequeña y mediana minerías; las consecuencias perversas que ha producido el tipo de cambio, mencionadas por el Diputado señor Vilches, en el sentido de que hoy, sólo por este concepto, se le paga a un minero casi la mitad que en 1990. Lo mismo sucede respecto de las maquilas de la Enami. Y, como siempre lo han dicho los pequeños y medianos productores y las asociaciones mineras, "no hay mejor fomento que una buena tarifa".

No era mi intención entrar en la discusión de una materia sobre la cual todos convergemos en que debe aprobarse; pero el Diputado señor Encina ha hecho dos afirmaciones absolutamente falsas, que deseo clarificar.

En primer lugar, ha dicho que la Oposición ha recortado los recursos para el fomento de la minería a través de Enami en la Ley de Presupuestos de la Nación. Esto es absolutamente falso, por cuanto sólo ha propugnado condiciones para un fomento serio y a fin de que los recursos vayan a parar a los bolsillos de los mineros y no se destinen al pago de sueldos por la administración de la Enami. Quiero aclarar esto porque en 1994 se gastó en administración casi el 45 por ciento de los fondos asignados a fomento, lo cual es un hecho grave e inadmisible, incluso para quienes hoy están a la cabeza de la empresa. Por lo tanto, como parlamentarios no podemos permitir que esa situación se vuelva a repetir y que los recursos que el Estado entrega para fomento, en la práctica, vayan a dar a la burocracia y no a los mineros, que son quienes los necesitan.

Termino anunciando que Renovación Nacional votará a favor del proyecto, porque producirá efectos positivos en una actividad que -como lo ha dicho permanentemente el Diputado señor Munizaga- constituye una verdadera cultura en las regiones Segunda, Tercera, Cuarta y Quinta, puesto que genera trabajo a un gran número de personas, pero que en este momento tienen cesantía y afrontan una crisis muy seria.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Salvador Urrutia.

 

El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, en este proyecto de ley se conjugan dos excelentes situaciones. Por una parte, se alivia el problema de deuda de casi cinco mil pequeños productores mineros que se encuentran agobiados por el peso de ese compromiso, lo cual les impide trabajar y crear riquezas, y, por otra, se protege el interés del país al fortalecer a la pequeña minería, fuente importante de trabajo y de riqueza que, debido a su situación de deuda de arrastre, se encuentra deprimida.

Condonar 50 mil dólares al 99,6 por ciento de los deudores de la pequeña minería -pues sólo 18 por ciento de ellos tienen compromisos que superan los 50 mil dólares-, es una medida que repercutirá favorablemente en la reactivación de la actividad minera del país. Como se ha dicho, en las regiones del norte se concentra la mayor parte de estos pequeños empresarios.

A ello debe sumarse un mayor apoyo del Estado. En ese sentido, comparto lo planteado por los Diputados señores Munizaga, Encina, Prokuriça y otros, quienes han reiterado que, además de esta condonación -paso fundamental para la reactivación que buscamos-, es imprescindible incrementar los instrumentos de apoyo, de fomento y de promoción del Estado para la pequeña minería en todos sus ámbitos: poderes compradores, créditos, capacitación, asistencia de gestión y, en especial, comercialización.

En mi distrito es muy importante que se facilite la creación de empresas mixtas -las "joint venture", de moda- con pequeños mineros de países vecinos, ya que a lo largo de las fronteras de Chile con Argentina, Bolivia y Perú, existen también pequeños mineros que, uniendo fuerzas con los chilenos, podrían llevar a cabo empresas que tengan éxito productivo. Para ello, el Estado, a través de la Enami, debe posibilitar la integración binacional entre esos pequeños empresarios, lo cual les permitirá juntar empresas y producir riquezas para los países involucrados.

Finalmente, anuncio que el diputado que habla y la bancada del Partido Por la Democracia votaremos favorablemente el proyecto de ley, porque apunta al bien común al aliviar la situación de los cinco mil pequeños mineros que confían en el apoyo del Estado para reactivar sus empresas y así crear fuentes de trabajo y progreso para Chile.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Subsecretario de Minería.

 

El señor HERNÁNDEZ (Subsecretario de Minería).- Señor Presidente, quiero manifestar la enorme satisfacción del Gobierno por la unanimidad de los señores diputados para apoyar la legislación en discusión. Pero tengo el deber de comunicar la posición del Gobierno, primero, en función del proyecto y, segundo, de lo que se deriva del debate respecto de los instrumentos de fomento y del rol de la Empresa Nacional de Minería.

No repetiré el contenido esencial del proyecto, puesto que los excelentes informes leídos por los Diputados señores Fuentealba y Galilea me ahorran todo comentario. Sin embargo, quiero decir, en primer lugar, que en ningún caso ha sido pensado para obtener la solución definitiva de los problemas de la pequeña minería, que son bastante más amplios. Sólo es una parte de la iniciativa que el Gobierno del Presidente Frei ha emprendido para favorecer directamente al sector.

La exposición del Diputado señor Joaquín Palma me ahorra repetir conceptos. Ha enumerado las medidas de apoyo que el Gobierno y la propia Empresa Nacional de Minería, mal comprendida en los últimos años, han implementado en beneficio del sector. 

Quiero recordar que el cargo de administración en fomento del año 1994, señalado por el Diputado señor Prokuriça, a quien agradezco los conceptos de estímulo al Ministro y a quien habla por llevar adelante el proyecto, se refiere a una cifra que ha venido disminuyendo en forma permanente en los últimos años. Ese 45 por ciento no es de 1994, sino que se arrastra desde hace 15 años en la empresa, y ningún gobierno había dispuesto su ataque frontal.

En 1995, la Empresa Nacional de Minería disminuyó el porcentaje de gastos de administración respecto del fomento total, del 45 al 35 por ciento, y en 1996, al 32 por ciento. Durante 1997, sólo destinará el 25 por ciento del total de los gastos de fomento a la administración y el resto al beneficio del sector que pretende levantar.

Por lo anterior, es un mentís a quienes señalan que la empresa no ha hecho nada para favorecerlo.

Por otra parte, en el directorio de la semana pasada se acordó destinar 400 mil dólares a las comunas de la Segunda, Tercera y Cuarta Regiones afectadas por los temporales de lluvias, que han cortado caminos, y aterrado y anegado minas. Se están utilizando, además, los fondos destinados a través del programa de asistencia y modernización de la minería artesanal.

La Empresa Nacional de Minería está francamente en un proceso de modernización profunda, no para dejar botado al sector minero -como algunos piensan-, sino precisamente con un objetivo contrario. Aquí, estimo conveniente aprovechar la oportunidad para plantear la posición del Gobierno sobre esta materia.

Primero, la política del Gobierno del Presidente Frei se basa en la diversificación productiva, tanto en productos y mercado de destino como, obviamente, en las expresiones de los grandes, medianos y pequeños productores de distintos sectores de la economía. No queda al margen la minería.

¿Por qué nos interesa respaldar al pequeño minero, en circunstancias de que su producción representa, tal vez, aproximadamente el uno por ciento del total de las exportaciones mineras de Chile? Porque además del problema económico, están las razones que han destacado algunos señores diputados, como las geopolíticas. Pueblos y ciudades enteros viven gracias a la pequeña minería. 

La desconcentración urbana, como fenómeno de desincentivación del crecimiento de las ciudades y de pueblos pequeños; la calidad de vida, la cantidad de mano de obra, la búsqueda de nuevos yacimientos, gracias al esfuerzo productivo histórico de pequeños mineros; el hecho de que tengamos que defender el desarrollo intrarregional y fortalecer nuestra soberanía en regiones limítrofes con países vecinos, bastan por sí solos para señalar que la pequeña minería no es un problema de cifras, sino también de humanidad, de desarrollo estratégico y de defensa en múltiples aspectos.

Esas razones son las que nos permiten disminuir el monto de administración y destinar más fondos al fomento productivo. Esas razones son las que nos permiten presentar este proyecto de ley a la Cámara de Diputados y al Senado de la República. Esas razones son las que nos obligan también a modernizar la Empresa Nacional de Minería, con el objeto de asegurar la cuota de producción a la mediana y pequeña minerías, todos productores nacionales.

Si la Empresa Nacional de Minería necesita hacer inversiones, el Gobierno ha definido el marco de ellas, el cual consiste en la búsqueda de recursos internos para su crecimiento. Si no son suficientes, desde luego hay un nivel razonable de endeudamiento que puede sustentar el desarrollo. Al margen de debates ideológicos, el país necesita crecer con sentido pragmático, sin perder los objetivos de respaldo a la pequeña y mediana minerías.

Por lo tanto, estamos abiertos a la asociación estratégica con aquellos productores que permiten el punto de equilibrio en los costos operativos de ambas fundiciones de la empresa. ¿Cómo no va a ser importante que la Fundición Ventanas, frente a la amenaza concreta de próximas fundiciones que se pueden instalar en el país con capitales privados, retenga, con costos de producción y precios razonables, la producción básica de la mediana y gran minerías nacionales, que le permiten abastecerse y lograr el punto de equilibrio en los costos operativos y dejar un margen de la cuota de producción para seguir sosteniendo a la pequeña y mediana minerías?

No basta que la pequeña y mediana minerías abastezcan la Fundición Ventanas, porque sabemos que su capacidad de producción es insuficiente. Tenemos, entonces, que inyectarle recursos, y ojalá provengan de una asociación estratégica para permitir que el mínimo de producción deje libre la cuota para la pequeña y mediana minerías. De lo contrario, si sólo recibiéramos abastecimiento de la pequeña y mediana minerías, no podríamos soportar los costos operativos mínimos ni fortalecer el sector.

Respecto de Paipote, hemos abierto la asociación estratégica, en primer lugar, hacia la conveniencia de que los medianos productores nacionales aporten capitales a largo plazo. Así, se disminuirán los costos, se impactará menos al sector minero y 
-quiero ser enfático en decirlo- se mantendrá en forma categórica la cuota de producción que la pequeña y mediana minerías necesitan.

¿Está este proyecto de reestructuración, entonces, destinado a dejar en el camino a los pequeños o medianos mineros? Si no hacemos nada, irresponsablemente, sí pueden quedar en el camino con el apoyo del Fisco o del Estado. Sin embargo, este proyecto es sólo un aporte más, dentro de todas las iniciativas que el Gobierno ha tomado, para sostener el crecimiento de la pequeña y mediana minerías.

Muchas causas han permitido el deterioro del sector. Indudablemente, el tipo de cambio y el aumento de la producción de las grandes mineras hacen que los impactos en los costos de los grandes proyectos sean menores y, por lo tanto, el efecto en los precios disminuya en términos reales.

Eso significa, evidentemente, un peligro para la mediana y pequeña minerías, y la Enami, con su modernización implementada durante los últimos dos años -que pretendemos seguir aplicando- ha impedido que desaparezcan muchos mineros. 

Este proyecto y otras iniciativas permitirán contar con varios instrumentos de apoyo para que la pequeña y mediana minerías sigan sosteniendo el desarrollo de Chile.

Gracias, señor Presidente.

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Cerrado el debate.

En votación general el proyecto.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresidente). Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allamand, Arancibia, Ascencio, Ávila, 
Balbontín, Bayo, Bombal, Coloma, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Estévez, Fantuzzi, Fuentealba, Gajardo, Galilea, García (don René Manuel), García (don José), Gutiérrez, Huenchumilla, Jürgensen, Latorre, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Masferrer, Matthei (doña 
Evelyn), Morales, Munizaga, Ojeda, Orpis, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don 
Joaquín), Pérez (don Ramón), Pizarro, 
Prokuriça, Reyes, Rodríguez, Sabag, Seguel, Silva, Soria, Sota, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vega, Venegas, Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Como no ha sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

Ha terminado el Orden del Día.

 

 

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

 

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra para referirme a un asunto reglamentario. 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, pido que se refundan y se conozcan en conjunto los proyectos de acuerdo Nºs. 540 y 542, en relación con una sesión especial para tratar la crisis de la vivienda básica, que esperamos que sea acordada unánimemente.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado por el señor diputado.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el Diputado señor 
Rodríguez.

 

El señor RODRÍGUEZ.- Señor Presidente, por su intermedio, pido a los diputados que no dieron la unanimidad que tengan a bien reconsiderar su posición, por cuanto a los parlamentarios siempre se nos critica que estamos ausentes en los temas que realmente afectan a la gente, y la situación de que se trata ha afectado a muchas viviendas, sobre todo de personas modestas. 

Por eso, solicito que la Mesa recabe nuevamente la unanimidad de la Sala.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- No hay unanimidad, señor diputado. 

Además, el Diputado señor Montes también planteó esta posibilidad.

 

COMISIÓN INVESTIGADORA SOBRE APLI-CACIÓN DE CONVENIO CELEBRADO ENTRE CHILE Y LA REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Número 534, de la señora Wörner y señores Soria, Letelier, Morales, Jara, Rebolledo, Ceroni, Huenchumilla, Villouta, Gutiérrez, Muñoz, Urrutia, don Salvador; Masferrer, Sota y Tuma.

 

"Considerando:

1. El 26 de octubre de 1990, los Gobiernos de la República Federal de Alemania y la República de Chile suscribieron un convenio de cooperación financiera orientado a fomentar la reinserción económica y social de exiliados chilenos retornados al país.

2. Para implementar este convenio, el Estado alemán, por medio del Banco Alemán de Compensación entregó un préstamo en marcos alemanes al Banco del Estado de Chile a un plazo de 30 años. Ambos bancos suscribieron un contrato de préstamo y un acuerdo de contribución financiera no reembolsable y una directriz para la aplicación del mismo.

El préstamo ascendió a la suma de 10 millones de marcos alemanes a una tasa anual del 2%, a un plazo de treinta años y diez años de gracia.

El Banco del Estado debía disponer del equivalente a otros 10 millones de marcos para complementar el programa.

Por su parte, el Gobierno alemán dispuso de 9 millones de marcos no reembolsables para actividades de apoyo al programa.

3. El Banco del Estado, en la etapa de implementación del programa, dicta cursos y seminarios, tanto en Chile como en el extranjero, promoviendo las ventajas del retorno a la patria. Además, solicita a los postulantes la presentación de proyectos, los cuales deben ser evaluados por un consultor externo al Banco.

En esta etapa de consultoría comienzan a demorarse los proyectos, los consultores cobran honorarios entre quinientos mil y 1 millón de pesos y solicitan a los postulantes estudios anexos y trámites adicionales, los cuales son pagados por el Banco del Estado con cargo a los fondos donados por el Gobierno alemán.

4. Después de terminados los proyectos, éstos son entregados al Banco y aprobados por éste, sin que haya previamente sido conocido por el postulante y sin saber si se ajustan a su idea original.

5. El Banco del Estado, al otorgar los créditos, lo comienza a hacer inspirado en criterios puramente comerciales y no inspirado en el espíritu del convenio aludido. La tasa de interés es del 75% del interés promedio. La moneda impuesta para los créditos es la unidad de fomento (UF). Lo que el banco calificó como "preferencial".

6. Para garantizar los créditos, el Banco hace firmar a los retornados un pagaré en blanco, del cual no entrega copia.

Por otra parte, el monto del préstamo no se entrega en su totalidad, sino que parceladamente ya que el banco desea que se le vayan entregando estados de avances de los trabajos, para lo cual se debe enviar a un funcionario a evaluarlos. Esto trae como resultado atraso en lo programado, detenciones en las obras y falta de fondos para continuar, ya que se debía esperar el resultado del informe para entregar el resto de los dineros.

7. La aplicación práctica de este programa en la forma descrita, en lugar de lograr la reinserción de los retornados con la creación de un medio de subsistencia independiente, ha causado graves problemas a las personas y sus familias, que por efecto de los apremios judiciales que ha comenzado a impetrar el banco, por no poder pagar las cuotas del crédito, se encuentran en situación desesperada y al borde de la ruina e incluso ha provocado el suicidio de un deudor.

8. El Banco del Estado al implementar este programa, establecido en un convenio internacional, no ha otorgado los préstamos en las mismas condiciones que a él se lo otorgó el Banco Alemán de Compensación, es decir, a treinta años y con diez años de gracia, más el aporte no reembolsable que realizó la nación germana. Ha carecido en su aplicación de un sentido solidario o reparatorio de las consecuencias del exilio y no ha cooperado con la reinserción de recursos humanos chilenos que desean volver a su país.

 

Por tanto:

Los (as) diputados (as) abajo firmantes venimos en presentar el siguiente proyecto de acuerdo:

"La Cámara de Diputados acuerda formar una Comisión Investigadora para que en el plazo de 30 días haga una evaluación e informe a esta Corporación acerca de si el convenio de cooperación financiera destinado a fomentar la reinserción económica y social de exiliados chilenos retornados al país, celebrado entre la República Federal de Alemania y la República de Chile en octubre de 1990, ha sido aplicado y llevados a efecto los programas en él contemplados, por parte de los organismos públicos encargados de su implementación, conforme al espíritu y objetivos que en él se consignaron al momento de ser suscrito."

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- La Mesa se permite saludar al Diputado señor Víctor Reyes en el día de su cumpleaños.

 

-Aplausos.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Jorge Soria.

 

El señor SORIA.- Señor Presidente, en esta ocasión he sentido el deber de referirme a un tema muy sensible para la sociedad chilena. Y digo "deber" por la dolorosa connotación que diéramos hace años a la partida de compatriotas que tuvieron que abandonar la patria no con el deseo de aventurar ni conocer, sino porque fueron forzados a hacerlo o porque el quedarse les significaba la pérdida de sus vidas.

El Gobierno de don Patricio Aylwin, dentro del marco de los derechos humanos, consideró la reparación en términos globales. De esa premisa nace un convenio entre los Gobiernos de Chile y la República Federal de Alemania, como consta en el proyecto de acuerdo presentado por la Comisión de Derechos Humanos y aprobado por esta Sala, del cual aún no recibimos respuesta.

El deseo de volver a la patria, la nostalgia y el sentir que el exilio se extendía en el tiempo fue apesadumbrando y envejeciendo a nuestros compatriotas. Algunos lograron insertarse; sin embargo, otros, nunca deshicieron sus maletas. Por eso, el hecho de poder retornar les revivió el corazón y el retorno ni siquiera se pensó. Ya en Chile, la experiencia de vivir en el extranjero, asimilando otra cultura y otros conocimientos profesionales o técnicos, los hizo pensar en la posibilidad de emprender algo por cuenta propia, generando empleos y haciendo su aporte a la democracia. Ésta era la gran oportunidad, ya que pensar en reinsertarse y conseguir trabajo era difícil por un factor en contra, que es fundamental: la edad. El retornado debió conseguir entre sus familiares y amigos, avales, prendas hipotecarias y maquinarias para garantizar el crédito a retornados, otorgado por el Banco del Estado de Chile. Los proyectos eran elaborados por consultoras externas nominadas por dicha institución bancaria. Los montos de los créditos eran la base de la inversión necesaria para la implementación del proyecto, pero el Banco del Estado, a través de su consultora interna, sólo se limitó a saber cuántas garantías podían ofrecer los retornados, y sobre la base de ese parámetro, hizo entrega de los créditos, lo que significó que muchas empresas nacieran truncadas al no poder garantizar la totalidad del crédito y los obligó a contraer obligaciones comerciales con financieras.

En muchos casos el Banco del Estado de Chile no otorgó capital de trabajo, elemento indispensable para una empresa naciente. Como resultado, al implementarse con cero capital de trabajo, al cabo de unos meses arrastraban una mochila financiera con difíciles probabilidades de enderezarse. Algunas empresas aún subsisten, pero están en constante peligro de ser atrapadas por la máquina judicial del Banco del Estado. Ya han sido rematadas algunas empresas, comenzando el retorno a ese otro país que, en momentos dolorosos, un día les tendió su mano y los cobijó. Se vuelven derrotados, cansados, agotados y con la pena de saber que la vuelta a Chile les significó vivir su segundo exilio, pero aún más doloroso. Como consecuencia de los apremios judiciales del Banco del Estado, hay una víctima, que apesadumbrado con lo que le estaba sucediendo, tomó la decisión de suicidarse.

Por lo expuesto y por lo que está en conocimiento de esta Sala a través del proyecto de acuerdo, concluyo en que aquí ha habido una gran injusticia. Muchos se preguntan, ¿dónde está la ayuda prometida? ¿Qué pasó con esa solidaridad que nos caracterizaba? ¿Dónde está la reinserción? ¿Dónde está lo humano de este convenio que ni siquiera fue ratificado por el Poder Legislativo? Al respecto, he presentado un proyecto de acuerdo, a fin de crear una comisión investigadora.

Lo más importante que he querido poner en evidencia es lo inconstitucional que resulta este convenio al no haber sido ratificado por el Poder Legislativo. En consecuencia, el convenio suscrito entre los Gobiernos de Chile y Alemania es nulo, al igual que los contratos firmados por el Banco del Estado y el Deutsche Ausgleichsbank, lo que debe ser analizado y sancionado por los tribunales ordinarios de justicia. Vistos los antecedentes, existen responsabilidades políticas de las autoridades involucradas en estos hechos, por cuanto se ha violado flagrantemente la Constitución Política de la República, lo que debe ser investigado por una Comisión especial de esta Corporación.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Villouta.

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, voy a entregar ciertos datos que me enviara el Banco del Estado que, en gran medida, corresponden a una información que se hizo llegar a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara, el 10 de julio de 1996, en que da respuesta a diversos antecedentes relacionados con el préstamo otorgado por el Gobierno alemán, solicitados por los Senadores señores Calderón, Bitar, Núñez y otras correspondencias, dirigidas también al presidente del Comité de Retornados.

El banco señala: "El programa de créditos a retornados del Banco del Estado se rige conforme a lo establecido en el convenio, el contrato y la directriz mencionada anteriormente, así como por las disposiciones emanadas por la Superintendencia.

"En este contexto, a nuestro juicio, no existe ley especial que tenga por objeto regular los créditos de este programa, sin perjuicio de las leyes aplicables sobre los contratos mencionados.

"En relación a las condiciones del otorgamiento de los préstamos, en particular en lo referente a los plazos para la amortización de los créditos, se establecen en la directriz los plazos máximos posibles de otorgar. No obstante los casos justificados y ante expresa solicitud de los clientes, los calendarios de pagos han sido reformulados dentro de los marcos que permite el programa.

"En relación al acuerdo de contribución financiera no reembolsable, éste no ha incorporado de manera alguna la contratación de un seguro de desgravamen, de tal manera que eso aumentaba un poco el costo del crédito.

"La tasa cobrada de los créditos se definió como variable anualmente y equivalente a dos puntos sobre el tip que es muy inferior a la tasa bancaria, que es del 6,29 por ciento."

Por otra parte, se expresa que del total de los recursos dispuestos para créditos 
-70 millones 500 mil marcos alemanes-, sólo el 14 por ciento es aportado por el banco alemán, con un costo de fondo de 2 por ciento anual. El 86 por ciento de los recursos, equivalente a 60 millones 500 mil marcos alemanes, son aportados por el Banco del Estado y tienen un costo normal de las colocaciones de fondo.

Existen otros antecedentes relacionados con la forma en que se ha operado con los clientes y en un documento, actualizado al 31 de mayo de 1997, se entregan los antecedentes de los créditos otorgados. Se indica: "Estado de los proyectos visitados: sin problemas, 211, que representan un 23 por ciento; con problemas menores, 154; con problemas mayores, 141, o sea, un 15 por ciento; con problemas de alto riesgo, 107, y fracasados, 137." También figuran los antecedentes actualizados de los créditos otorgados.

En relación con la cartera vencida, dice: "Acelerada al 31 de mayo de 1997, hay un 31 por ciento; normal, un 26,8 por ciento, y en cobro judicial, un 26,4 por ciento."

De acuerdo con los documentos que dejo a disposición de los señores diputados que quieran consultarlos -si no los tienen en su poder-, votaré en contra de esta petición, porque considero que el Banco ha cumplido con las disposiciones correspondientes en la forma como se otorgó el préstamo.

He dicho.

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Por un problema de Reglamento, tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero que excuse a los diputados que hemos sido exiliados, de participar en la votación, entre los cuales también se cuenta su Señoría.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado, yo no soy deudor del Banco del Estado.

 

El señor VIERA-GALLO.- Pero varios colegas estuvimos en la situación que dio origen a este proyecto de acuerdo.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Sota.

 

El señor SOTA.- Señor Presidente, el Diputado señor Viera-Gallo está absolutamente equivocado. También fui exiliado y no soy deudor del Banco del Estado; por eso participaré en la votación.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En votación. 

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 28 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 4 abstenciones.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.

 

Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 25 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se va a llamar por cinco minutos a los señores diputados.

 

-Transcurrido el tiempo reglamentario:

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En votación el proyecto de acuerdo.

 

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 34 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 7 abstenciones.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Arancibia, Ceroni, Encina, Fuentealba, García (don René Manuel), Gutiérrez, 
Latorre, Longton, Masferrer, Montes, Morales, Moreira, Munizaga, Naranjo, Navarro, Ojeda, Orpis, Ortiz, Pizarro, Prokuriça, Reyes, 
Sabag, Silva, Solís, Soria, Sota, Tohá, 
Tuma, Ulloa, Urrutia (don Salvador), 
Vargas, Vilches, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Votó por la negativa el Diputado señor Villouta.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Bayo, Fantuzzi, Gajardo, Jürgensen, Pérez (don Ramón) y Viera-Gallo.

 

DESIGNACIÓN DE MINISTRO EN VISITA POR EL CASO "OPERACIÓN ALBANIA".

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 535, de los Diputados señores Escalona, Naranjo, Aguiló, señora Pollarolo; señores Navarro, Estévez, Morales, señora Wörner, señores Balbontín, 
Huenchumilla, Encina, Zambrano, 
Gutiérrez, Letelier, don Felipe; señora Allende, señores Muñoz, Sota y Tuma.

 

"Considerando:

1. Que el próximo 15 de junio se conmemorarán diez años de los trágicos y cruentos sucesos ocurridos en la festividad de Corpus Christi de 1987, donde 12 jóvenes fueron asesinados en Santiago, durante la denominada "Operación Albania".

2. Desde esa fecha, pese a los innumerables esfuerzos desplegados por familiares y organizaciones de Derechos Humanos, no se ha logrado el pleno esclarecimiento de tales hechos, pese a existir importantes avances en las indagaciones y pericias, principalmente por la existencia de maniobras destinadas a hacer desaparecer las pruebas y a dificultar la determinación de los involucrados.

3. Lo anterior reviste especial gravedad, dada la magnitud de los hechos que costaron la vida a doce personas, como también a que la investigación, sustanciada por la Fiscalía Militar, no haya arrojado resultados positivos, aun cuando no se encuentre sujeta al decreto ley de amnistía que ha impedido el esclarecimiento de otros sucesos ocurridos con anterioridad a 1979.

4. Que diversas diligencias efectuadas con el objeto de obtener la investigación de estos sucesos no han prosperado, entre las que se cuenta la solicitud de un ministro en visita, según acuerdo de esta honorable Cámara, del 21 de junio de 1994.

5. Que lo anterior, constituye una situación que afecta a los familiares y amigos de las víctimas quienes reclaman su derecho a la justicia, como también a la sociedad toda que ve con preocupación que hechos de tal crueldad queden en la impunidad.

Por los motivos expuestos, la Cámara de Diputados acuerda:

1º Lamentar que, tras diez años de haber ocurrido tan desgraciados sucesos no se haya logrado esclarecerlos judicialmente, sancionando a sus responsables, aun cuando no existen impedimentos legales para que ello ocurra y las indagaciones técnicas y policiales se encuentren bastante avanzadas.

2º Expresar su solidaridad con los familiares de las víctimas, Recaredo Valenzuela Pohorecky, Patricio Acosta Castro, Juan Henríquez Araya, Wilson Henríquez Gallegos, Julio Guerra Olivares, Esther Cabrera Hinojosa, Elizabeth Escobar Mondaca, Patricia Quiroz Nilo, Ricardo Rivera Silva, Ricardo Silva Soto, Manuel Valencia Calderón y José Valenzuela Leví, manifestándoles la preocupación de esta Corporación por la larga tramitación de estos hechos y el interés de sus miembros por perseverar en la búsqueda de la justicia.

3º Oficiar a la Excelentísima Corte Suprema, solicitándole que, atendida la gravedad de los hechos y las consideraciones expuestas, disponga la designación de un Ministro de Corte, con el objeto de que se aboque a la investigación de este caso, logrando su definitivo esclarecimiento."

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Naranjo.

 

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el 15 de junio recién pasado se cumplieron diez años de los trágicos y cruentos sucesos ocurridos en la festividad de Corpus Christi, donde 12 jóvenes murieron en la denominada "Operación Albania".

Desde esa fecha hasta hoy, se han realizado serios esfuerzos por esclarecer estos hechos, tanto por los familiares como por organismos de derechos humanos.

Lamentablemente, a pesar del tiempo transcurrido y de la acumulación de diversas pruebas, no se ha podido avanzar en este proceso.

Por eso, parece prudente y conveniente que la Cámara -que siempre ha tenido especial preocupación por los derechos humanos-, en esta ocasión, apruebe el proyecto de acuerdo ya que, junto con reconocer y hacer una reparación moralmente a las víctimas, se solicita que la Corte Suprema designe un ministro especial para esclarecer los mencionados hechos.

Por lo anterior, pido a la Sala que respalde el proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Andrés Palma.

 

El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo en discusión es muy importante y, en sí, una insistencia. Como señaló el Diputado señor Naranjo, el caso citado es uno de los hechos más tristes ocurridos durante la dictadura.

Todas las investigaciones han demostrado que en el caso hubo ejecuciones y asesinatos; sin embargo, la tramitación del proceso correspondiente, permanentemente ha estado entrabada.

Han pasado más de diez años, y es lamentable que, como Cámara de Diputados, una vez al año debamos insistir en pedir que se aceleren y concluyan las investigaciones y se dicten resoluciones, pero no hay avance. Esto muestra desidia de quienes tienen que terminar estos procesos y, en ese sentido, me parece absolutamente pertinente que la Cámara de Diputados, una vez más, insista en que se aclaren definitivamente tan desgraciados sucesos. Por esa razón apoyaremos el proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

 

El señor SOTA.- ¡Nadie se atreve!

 

El señor VILCHES.- Pido la palabra.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Solicito la venia de la Sala para que el Diputado señor Vilches haga uso de la palabra, ya que terminó el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra su Señoría.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, siempre hemos estado prestos para tratar de que se haga justicia en todos los hechos ocurridos en el pasado; pero creo que este proyecto de acuerdo significa revivir nuevamente una situación ya procesada y, pensando en la consolidación de la tranquilidad del país, no comparto en absoluto que con un proyecto como éste, otra vez se pretenda reabrir procesos pasados. 

Y no acepto que el Diputado señor 
Vicente Sota hable de atreverse o no a intervenir sobre estos temas. Nosotros tenemos la mente, el corazón y las manos limpias, y por eso nos atrevemos a decir las cosas en esta honorable Sala. 

Me opongo al proyecto, porque no se justifica entrometerse en temas propios del Poder Judicial y, además, este caso ha tenido el debido proceso.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Por haberse terminado el tiempo, la votación del proyecto de acuerdo quedará pendiente para la próxima sesión.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, cuestión de Reglamento.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para referirse a una cuestión de Reglamento, tiene la palabra su Señoría.

 

El señor LATORRE.- Quiero llamar la atención sobre dos hechos. En primer lugar, para tomar cualquier acuerdo -aun cuando sea por unanimidad- se requiere, al menos, de cuarenta señores diputados en la Sala que den su asentimiento.

En segundo lugar, me parece absurdo que todos los miércoles -y no falta el colega que tira esto a la prensa, generando algo que, inevitablemente, nos molesta a todos, así que lo diré aquí, en la Sala- terminemos siempre los mismos diputados, discutiendo entre nosotros, por qué no se alcanzó el quórum para despachar determinado proyecto de acuerdo.

Solicito expresamente que la Mesa arbitre un procedimiento que permita dejar constancia de quiénes son los parlamentarios que asisten a estas sesiones; de lo contrario, terminamos molestándonos entre nosotros porque no se alcanzó el quórum y nos recriminamos de una sesión a otra. Hay proyectos de acuerdo que ya en dos, tres o cuatro oportunidades se han sometido a votación y no han podido ser despachados. Quienes discutimos somos los mismos y el resto de los diputados están dedicados, aparentemente, a otras tareas que parecieran ser más importantes.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado como es manifiesto 
-y el señor Secretario lo certifica-, en la Sala hay cuarenta diputados y, además, así lo ratifica el hecho de haberse aprobado recién un proyecto de acuerdo. Lo que sucede es que se terminó el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo.

 

 

VII. INCIDENTES

 

INVESTIGACIÓN EN VENTAS DE TERRENOS DE FERROCARRILES DEL ESTADO. Oficio

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.

 

El señor ULLOA.- Señor Presidente, seré muy breve. Solicito que se oficie a la Contraloría General de la República, con el objeto de que investigue la regularidad y corrección de los procedimientos a través de los que Ferrocarriles del Estado ha vendido parte de sus terrenos, específicamente, en las regiones Séptima, Octava y Novena.

Como he recibido comentarios que han puesto en duda situaciones de formalidad necesaria, pido que la Contraloría realice esta investigación.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su Señoría.

 

TÉRMINO DE LA OBLIGATORIEDAD DEL SUFRAGIO.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Moreira.

 

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, la política se encuentra cada vez más desacreditada entre nuestra población y, especialmente -así lo indican las cifras- en nuestros jóvenes, quienes no encuentran incentivos verdaderos que los motiven a participar, ya sea como electores o inclinando sus vidas al servicio público.

Casi un millón de jóvenes no tiene intenciones de participar en las próximas elecciones, y no han querido inscribirse en los registros electorales, ni lo harán. Esto es evidente. Lo sabe y lo percibe todo el mundo. Sin embargo, como el avestruz, escondemos la cabeza ante esta realidad, y después de cada elección de autoridades políticas escuchamos declaraciones de satisfacción por la alta participación y madurez de nuestro pueblo. Ello, es sólo una más de las formas en que nos autoengañamos: la participación es alta, porque el voto es obligatorio. Hemos transformado un derecho -el de votar- en una obligación cuyo incumplimiento deriva en una denuncia al juzgado correspondiente.

Por eso, sostenemos que no queremos más democracia bajo apercibimiento judicial. De esta manera, nunca mejoraremos nuestra política y la gente seguirá sientiéndose alejada de ella.

Por eso, propongo aplicar a la política la misma receta que a nuestra economía, es decir, incentivos correctos. Los electores no pueden ser un mercado cautivo para los políticos; hay que entregar libertad a las personas para que aquellos tengan que ganarse de verdad su interés y deseo de participar en las elecciones. Para ello, dejemos que el voto sea realmente un derecho y que lo ejerzan quienes se sientan motivados a hacerlo.

Terminemos con el actual sistema en que los políticos exigimos eficiencia a los demás, pero no somos capaces de autoimponernos normas que nos obliguen a ser eficientes y a que se nos mida en forma objetiva de acuerdo con la cantidad de personas que somos capaces de movilizar.

¡Qué increíble lo que decía el Diputado señor Latorre! Aquí hay que hacer movilizaciones para tener quórum cuando, de una u otra forma, deben aprobarse iniciativas de ley o proyectos de acuerdo. La verdadera razón de esto es que, actualmente, nuestra democracia se entiende únicamente como el acto de votar cada cuatro años, lo que aleja a las personas de la política.

Hay elecciones, pero no participación. Si el voto fuera voluntario, tendríamos que ganar el interés de las personas entregando espacios reales de participación; ello significaría quitarnos poder a los políticos y traspasarlo a la comunidad. Así, habría real motivación por participar en las elecciones sin necesidad de verdaderos apremios judiciales.

Por todo lo anterior, un grupo de parlamentarios de la UDI ha presentado esta mañana un proyecto de reforma constitucional que termine con la obligatoriedad del sufragio. Así podremos conocer la verdadera razón de la participación ciudadana y medir también la calidad de nuestra política y de nuestros políticos.

Un sistema democrático sano no requiere obligar a las personas a participar en los procesos electorales, y esta participación tampoco es en sí misma garantía de estabilidad política o de madurez social si se consigue sólo sobre la base de apremio o de la acción punitiva del Estado.

Conocidas democracias occidentales muestran una enorme solidez, a pesar de que el porcentaje de participación electoral no alcanza al 50 por ciento de los potenciales electores. Lo que en verdad otorga estabilidad es la percepción de legitimidad que tienen las personas respecto de sus autoridades, a partir de la forma en que éstas accedieron al poder y de la manera en que lo ejercen.

Un Estado que entrega mayores espacios de libertad a sus habitantes y más posibilidades de participar en las decisiones que les afectan, tendrá autoridades con mayor grado de legitimidad ante los gobernados y la participación será espontánea y libre.

En parte, éstos son los fundamentos de la reforma constitucional que hemos presentado hoy.

No podemos seguir en los espacios políticos en que vivimos. La gente cree, porque así lo hemos demostrado, que los políticos queremos todo: financiamiento de los partidos políticos y de las campañas electorales y, además, que voten obligatoriamente por nosotros.

Si decimos que nuestra democracia es tan sana y sólida en América Latina, es hora de que los políticos demos verdaderos ejemplos aquí, donde aprobamos las leyes.

He dicho.

 

REPARACIÓN DE OBRAS VIALES Y AYUDA A CAMPESINOS DE LA OCTAVA REGIÓN. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En el turno del Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, no voy a hablar de política, porque pasaron 17 años de oscurantismo y falta de participación en el país. Por lo tanto, algo queda de esos 17 años por un buen rato todavía.

Quiero aprovechar esta oportunidad para plantear cosas más concretas, porque a la gente le interesan más los problemas sociales que los políticos.

Hace algunos días, el director nacional de Indap dio a conocer en la Comisión de Agricultura una información relacionada con las regiones declaradas en emergencia en el verano pasado, debido a la sequía. Se condonaban intereses y deudas; se otorgaban créditos subvencionados y otros beneficios muy importantes para la agricultura de la Tercera a la Séptima regiones.

Esta propuesta es interesante, pero, a la vez, tediosa, por cuanto hay regiones como la Octava, en particular la provincia de Ñuble, que sufrieron muy fuertemente los rigores de la sequía pasada. Sin embargo, ignoro por qué, ya que esto parece básquetbol, el Ministro señaló que no le llegó la información de la región y allá dicen que se le envió a los ministerios respectivos.

No quiero entrar en una polémica sobre el tema, sino pedir que se oficie a los Ministros del Interior y de Agricultura, a fin de que apliquen una política especial de apoyo a los pequeños agricultores y campesinos de la Octava Región, en particular de la provincia de Ñuble, tan duramente castigada por la sequía pasada. 

Por otra parte, debido a los temporales, ahora los puentes y caminos secundarios fueron dañados o destruidos.

Solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que se destinen recursos especiales para reparar los puentes y caminos que quedaron destruidos en las provincias de Ñuble y Biobío. Se trata de obras muy importantes no sólo para trasladar los productos, sino para que pueda transitar dignamente esta gente del campo que históricamente ha sido discriminada y a la que hoy tratamos de hacer justicia.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Soria, Urrutia, don Salvador; Taladriz, Reyes, Ojeda y Munizaga.

 

COBROS DE AGUA POTABLE EN LA PRIMERA REGIÓN. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Soria.

 

El señor SORIA.- Señor Presidente, quiero dar a conocer a esta honorable Cámara y al país un asunto muy grave y puntual que se viene presentando y acrecentando durante estos tres o cuatro meses: el cobro del agua. 

En la Primera Región, la Empresa de Servicios Sanitarios, Essat, ha hecho y deshecho con gente humilde y trabajadora. El problema ha llegado a todos los sectores de la población, aunque, tal vez, la gente que puede pagar no se resiente, pero a la que recibe un sueldo mínimo de 70 mil pesos, que debe educar a sus hijos, comer, pagar arriendo -el problema habitacional en Iquique es grande-, le afectan estos cobros tan excesivos y abusivos. Los 3 mil o 4 mil pesos que pagaban, hoy aumentaron a 12, 15 y 20 mil pesos.

Las dos semanas pasadas me reuní con dirigentes de las juntas de vecinos y todos ellos me manifestaron que existen problemas, que han presentado las denuncias de los vecinos, pero sus planteamientos no son acogidos por la empresa.

Por lo tanto, solicito que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para que nos informe e investigue los siguientes puntos:

Cobros sin medidor y sin matriz. Llegan cuentas de 15 mil pesos mensuales, la deuda se va incrementando y la gente queda sin agua durante dos y tres años.

-Recambio del medidor sin consulta al dueño de casa. Su costo aparece en la boleta y corresponde a un solo pago.

-Cobros presuntivos. Ellos presumen un determinado consumo.

-Cobros de alcantarillado a gente y empresas que tienen pozo y que, además, pagan el servicio de la empresa para que retire las aguas servidas.

-Resellaje de medidor, que no se ha realizado.

-Por último, el directorio, en uso de sus facultades, porque así lo estipula el reglamento, ha entregado a una empresa de cobranza las deudas atrasadas en más de tres meses y a esa gente se le horquilla con las costas de los abogados, que pueden llegar hasta el veinte por ciento del total de la deuda.

Además, quienes ya pactaron deben repactar con la empresa, previo pago del 30 y en algunos casos del 50 por ciento de la deuda, suma bastante considerable, que la gente no puede reunir. De lo contrario, se le amenaza con la demanda, que tiene por objeto ejecutar los bienes que con mucho sacrificio ha logrado adquirir la familia.

Debo recordar que el precio del agua en Iquique y en la Región de Tarapacá es el segundo más alto de Chile. Incluso, en Arica tiene un precio y en Iquique, otro. En Iquique existen sólo 8 mil subsidios de agua y en Arica, 12 mil. En Arica, en promedio, las cuentas son de 6 mil pesos y con el subsidio se pagan 3 mil. En Iquique, en promedio, llegan a 17 ó 18 mil pesos, y como el subsidio es de 8 mil, la gente modesta, los trabajadores, deben pagar cuentas de 9 ó 10 mil pesos.

Abordaré este tema en otras sesiones, porque da para mucho. Así como ayer se dijo que las empresas eléctricas habían abusado de los usuarios del sistema por sobre 150 millones de dólares, en Iquique se está abusando hace mucho tiempo, sin que la gente haya tomado conciencia de que lo que pagan no corresponde al consumo real. En Iquique se producen cortes de agua y no se efectúan los despiches para sacar el aire, o sea, los medidores corren con aire y no con agua.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Entiendo que su Señoría solicita que se oficie al Ministro Vicepresidente de la Corfo, a fin de que investigue e informe sobre estos antecedentes y proponga medidas para resolver el problema.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, el oficio debe ser enviado al Ministro de Obras Públicas, porque la Superintendencia de Servicios Sanitarios depende de esa cartera.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- También se enviará el oficio al Ministro de Obras Públicas, con copia de la intervención y la adhesión del Diputado señor Latorre y de quien habla.

 

PREVENCIÓN DE ACCIDENTES EN TRANSPORTE DE CARGA. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En el turno del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Tohá.

 

El señor TOHÁ.- Señor Presidente, un matutino de hoy nos entrega una noticia muy dolorosa. Dos jóvenes de 16 y 17 años han muerto trágicamente a la entrada de la ciudad de Lota, aplastados por el desprendimiento de rollizos que transportaba un camión maderero.

Por desgracia, no es la única situación, ya que en otras oportunidades hemos sabido de casos parecidos. Hace unos meses, en Tomé, cinco automóviles estacionados en la vía pública, afortunadamente sin ocupantes, también fueron aplastados por el desprendimiento de rollizos que transportaba un camión maderero.

Estas situaciones son muy graves, en primer lugar, por las consecuencias que tienen sobre pérdida de vidas y, en segundo lugar, porque nadie puede discutir que esos accidentes podrían prevenirse.

Entonces, ¿por qué ocurren? Por dos razones: o no se cumplen las disposiciones de seguridad que se exigen en el transporte de este tipo de carga o las normas no son las adecuadas o suficientes.

Frente al rápido incremento de la actividad forestal, lo que nos indica que la cantidad de camiones de carga se incrementará, y si no se corrigen algunas situaciones la posibilidad de accidentes de esta naturaleza aumentará, solicito que se oficie al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones en relación con las exigencias y las medidas de seguridad que debe tomar este tipo de transporte o si hay necesidad de que tales medidas sean reforzadas.

Además, que se oficie, a través del Ministro de Defensa, al General Director de Carabineros respecto de la fiscalización y el control que Carabineros ejerce, en el sentido de hacer respetar las disposiciones que garanticen a la gente que no estará expuesta a situaciones como a la que hoy me he referido.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Andrés Palma, Juan Carlos Latorre, Salvador Urrutia y Juan Pablo Letelier.

 

ESTUDIO SOBRE LEGALIDAD DE VERTEDERO PARTICULAR EN MALLOA. PETICIÓN PARA DECLARAR EL SECTOR SANTUARIO DE LA NATURALEZA. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

 

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, en nuestro país hay un tópico que nos va a inquietar en forma creciente, que tiene que ver con el tratamiento de desechos industriales y domiciliarios, es decir, los vertederos y el problema de la basura.

En las localidades de Santa Inés, La Capilla y Limahue de la comuna de Malloa, provincia del Cachapoal, la industria Malloa ha contratado un vertedero a un particular, contrato ya aprobado por la Dirección de Salud con posterioridad a la publicación del reglamento de la Conama para los estudios y declaraciones de impacto ambiental. Se trata de un vertedero que no sólo se ha manejado fuera de las bases aprobadas por el servicio de salud de la región, el cual probablemente tiene vacíos de legalidad por la fecha en que se publicó, sino porque, adicionalmente, está en el entorno de una vega o laguna donde llega gran cantidad de fauna silvestre, entre ellos cisnes.

Por esta razón, pido oficiar al Ministro de Salud y al Ministro Secretario General de la Presidencia, en su calidad de presidente de la Conama, con el objeto de que ordene estudiar la legalidad del funcionamiento del vertedero y su eventual clausura.

Asimismo, solicito oficiar al Ministro de Agricultura, para que el SAG y la Conaf evalúen la conveniencia de que esta vega o laguna, que es única en la Sexta Región, sea declarada zona protegida o santuario de la naturaleza.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Salvador Urrutia.

 

PETICIÓN DE ANTECEDENTES SOBRE REQUERIMIENTO EN CONTRA DE EMPRESAS LÁCTEAS. Oficio.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En el turno del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Víctor Reyes.

 

El señor REYES.- Señor Presidente, la Fiscalía Nacional Económica ha resuelto presentar un requerimiento contra varias industrias lácteas que operan en las Octava, Novena y Décima Regiones por conductas atentatorias contra la libre competencia y transparencia del mercado de la leche.

La presentación, que involucra a las empresas Nestlé, Colum, Dos Álamos, Soprole, Loncoleche y Parmalat, señala que éstas han incurrido en hechos ilícitos, tales como reparto de cuotas de mercado, negativa de compra del producto y disminución y discriminación arbitraria en materia de precios al productor.

El requerimiento ante la Comisión Resolutiva Antimonopolios se fundamenta en una investigación previa que estableció la existencia de un poder fijador y discriminador de precios, constituido por un grupo reducido de empresas compradoras que con sus ilícitos dan origen a una situación de abuso derivada de una posición dominante en el mercado, que afecta y perjudica gravemente a los productores de leche, en especial a los más pequeños, así como a la economía nacional y, en particular, a nuestra economía regional que sola concentra más del 60 por ciento de la producción lechera del país.

Se recoge también la denuncia reiterada de los productores, que han reclamado por la caída sostenida del precio pagado por su producción, a pesar de la tendencia al alza en el mercado internacional, los que, además, han hecho presente su preocupación por el desconocimiento de los parámetros que las industrias toman en cuenta para fijar el precio final por litro de leche. 

Del camino que siga el requerimiento formulado por la Fiscalía Nacional Económica, dependerá, en gran medida, no sólo el futuro de nuestra industria láctea, sino, sobre todo, la suerte de miles de pequeños productores, cuyo ingreso principal es el que obtienen por su producción lechera, que son víctimas de un sistema gravemente alterado por los acuerdos entre las empresas industriales.

Al respecto, es necesario que los productores constaten que los problemas de precios y, en consecuencia, de rentabilidad, que con justa razón reclaman, encuentran muchas veces su origen en acuerdos de grupos económicos que buscan proteger sus intereses y maximizar sus ganancias a costa del sacrificio de quienes carecen de capital de trabajo y de patrimonio, y se ven sometidos a una economía de subsistencia.

Estoy cierto de que miles de pequeños agricultores estarán atentos al resultado de las investigaciones practicadas y del requerimiento formulado, ya que será una gran oportunidad para hacer posible una adecuada y justa participación en un mercado que exige reglas claras, transparentes y respetadas por todos, y porque permitirá activar mecanismos de protección contra la voracidad insaciable de los peces más grandes que, de nuevo, quieren comerse a los más chicos.

En razón de lo expuesto, ruego a usted disponer que, en mi nombre, se oficie al fiscal nacional económico para que se sirva remitir los antecedentes recopilados por esa entidad y que han motivado la decisión de requerimiento contra las empresas lácteas ya individualizadas, decisión que, por cierto, comparto y respaldo plenamente.

He dicho. 

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Ojeda, Villouta, Huenchumilla, Palma, don Joaquín; Villegas, Urrutia, don Salvador; Munizaga, Jürgensen, señora Cristi, señores Vega, Taladriz, Latorre y Palma, don Andrés.

 

TRASPASO A VIALIDAD DE MAQUINARIA DESTINADA A REPARACIÓN DE CAMINOS. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Edmundo Villouta. 

 

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, quiero referirme en esta oportunidad a los problemas que se han presentado en la Novena Región, en especial en la provincia de Malleco, en relación con el cumplimiento de la ley Nº 19.265, de 1993, y su reglamento Nº 214, de 1994, que posibilitó la creación de corporaciones viales para el uso y comodato de vehículos destinados al arreglo de caminos. Lamentablemente, por vacíos de la misma ley, los cuales hicimos presente en su discusión, estas organizaciones no han podido funcionar por problemas relacionados con la intervención y fondos de las Municipalidades y, en consecuencia, no han cumplido la finalidad prevista en la ley. Por lo tanto, me interesa que los Ministerios de Obras Públicas, del Interior y la Secretaría General de Gobierno informen cuáles son las corporaciones viales creadas en estas tres regiones, Octava, Novena y Décima, en virtud de la ley Nº 19.265, que se han adjudicado maquinarias a través de diversas licitaciones, qué ha pasado con las mismas, por cuanto llegaron en 1994, han transcurrido tres años y todavía no han sido entregadas para su uso, en cumplimiento de la ley.

Tengo en mi poder, gracias a la gentileza del Diputado señor José García, un oficio en que le contestan sobre este mismo problema, pero respecto de una corporación vial de la provincia de Cautín.

En Malleco no han podido funcionar las corporaciones interesadas por problemas económicos, porque debería efectuarse un gasto mensual de aproximadamente 8 a 10 millones de pesos. Esta situación se repite en todas las regiones, en especial en las comunas pequeñas.

Por este motivo, solicito el envío de esos oficios, porque mi interés es que el Ministerio Secretaría General de Gobierno informe sobre la posibilidad de que, a través de un proyecto de ley, se traspase a Vialidad esta maquinaria, a fin de que pueda hacer uso de ella.

He dicho.

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Ojeda, Jürgensen, Huenchumilla, Vega, Taladriz y Munizaga.

 

AMPLIACIÓN DE LICITACIÓN DE FERROCARRILES. Oficio.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Ojeda.

 

El señor OJEDA.- Señor Presidente, por fuentes muy confiables y dignas de crédito tomamos conocimiento de la decisión del Gobierno de llamar a licitación para la recuperación del ferrocarril del sur de Chile.

Nos preocupa que el llamado sólo comprenda los tramos entre Santiago y Chillán, lo que deja a gran parte del sur sin esta posibilidad de modernizar el ferrocarril. Sin duda, ello perjudica y atrasa las áreas de transporte y carga de esa zona, en circunstancias de que es urgente que pronto comience a funcionar como corresponde.

Lo anterior es absolutamente contradictorio con lo anunciado por el Presidente de la República en su Mensaje de mayo último, en el que se señala que el servicio de pasajeros de la red sur, entre Santiago y Puerto Montt, será licitado próximamente a privados.

Por otra parte, en el mismo Mensaje se habla de 250 millones de dólares para la recuperación de la infraestructura ferroviaria, lo que significa que se trata de una decisión seria del Gobierno.

Esta información inquieta a los parlamentarios de la Novena y Décima Regiones, por lo que pido que se oficie al Ministro de Transportes, con el objeto de que exprese si es efectiva dicha información y aclare cuáles serán las bases de la licitación, su extensión, monto y tramos que comprenderá la red ferroviaria.

Además, que informe cómo y en qué período se implementarán los 250 millones de dólares, a fin de tener claro qué pasará con los ferrocarriles en el sur, pues existe gran necesidad y urgencia de contar con ese servicio de carga y de pasajeros.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Jürgensen, Taladriz, Reyes, Huenchumilla, Latorre, Urrutia, don Salvador; Munizaga, Vargas y señora Cristi.

 

FALLO SOBRE DESCONCENTRACIÓN VERTICAL DEL SISTEMA INTERCONECTADO CENTRAL. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Latorre.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, una profunda desazón me ha producido la lectura del reciente fallo de la Comisión Resolutiva Antimonopolios, que rechazó el requerimiento del Fiscal Nacional Económico para desconcentrar verticalmente el sistema interconectado central, por cuanto considero que se ha perdido una oportunidad única para limitar en forma efectiva el ejercicio de ciertas conductas monopólicas en el sector eléctrico nacional.

La existencia de conductas monopólicas en un mercado tan importante como el eléctrico desfavorece doblemente al país, ya que, por una parte, no sólo eleva las tarifas que el consumidor final debe pagar, sino que, además, disminuye el dinamismo de nuestra economía. 

Las empresas chilenas ven encarecido el costo de un insumo tan importante como es la electricidad, lo que las lleva a elevar sus costos de producción y, por ende, sus precios. De este modo, los productos chilenos terminan siendo más caros y, por tanto, menos competitivos que productos similares elaborados en países donde el precio de la electricidad es menor.

Estos problemas de competencia son estimulados, en parte, por la naturaleza misma del negocio eléctrico. Sin embargo, con medidas adecuadas de regulación pueden mitigarse. En efecto, la evidencia empírica demuestra que tanto la distribución como la transmisión de electricidad tienen características de monopolio natural. Esto significa que, desde el punto de vista económico, para la prestación de tales servicios sólo se justifica la existencia de una empresa distribuidora por área geográfica y de una empresa de transmisión, en el caso del sistema interconectado central.

Lo anterior, sin duda, origina problemas de competencia. La existencia de una sola empresa por área de distribución otorga a ésta un elevado poder de negociación frente a las diferentes empresas generadoras que la proveen de energía y potencia.

Por otra parte, la existencia de una única empresa de transmisión determina que en ausencia de salvaguardias adecuadas, dicha empresa pueda cobrar a los generadores tarifas excesivas. Al respecto cabe tener presente el conflicto surgido en 1995 entre Colbún S.A. y Transelec S.A., que llevó a esta última a rebajar significativamente los peajes de transporte ofrecidos a la primera ante su decisión de construir su propia línea de transmisión.

Desafortunadamente, estos problemas de competencia producidos por la naturaleza misma del negocio se ven acrecentados cuando existe un alto grado de integración vertical en la industria.

Como es de público conocimiento, en la actualidad -en el sistema interconectado central- la empresa Enersis S.A. es propietaria de alrededor del 75 por ciento de Chilectra S.A. -la mayor empresa distribuidora de electricidad del país que abastece a la Región Metropolitana- y del 85 por ciento de la distribuidora Río Maipo S.A. Además, Enersis S.A. es controladora de Endesa S.A. y, a través de dicha empresa, de la generadora Pehuenche S.A. y de Transelec S.A., cual es la empresa de transmisión.

La integración existente entre las actividades de generación y transmisión permite que la empresa transmisora integrada pueda:

a) Discriminar en precios favoreciendo al generador relacionado, con el objeto de permitir que éste ofrezca mejores términos a los clientes finales, básicamente a los clientes libres, en relación con el resto de las empresas generadoras.

b) Manejar el plazo para entregar y negociar los informes técnicos en que se determinan los peajes por el uso del sistema de transmisión, con el fin de desincentivar el ingreso de nuevos generadores al sistema y favorecer a la empresa generadora con la cual está integrada, y

c) Discriminar entre los diferentes generadores por concepto de la calidad del servicio, favoreciendo la seguridad de abastecimiento a los clientes del generador relacionado.

Por otra parte, la integración entre las actividades de generación y distribución permite que la empresa distribuidora discrimine en beneficio de la empresa generadora relacionada, en desmedro de los restantes generadores, al ofrecer a la primera términos más favorables en los contratos de suministro o, definitivamente, suscribiendo sólo con ella este tipo de contratos.

La distribuidora puede igualmente facilitar el empleo de su red de distribución para que un generador relacionado abastezca directamente a un cliente no regulado de su zona de concesión, mientras impide o dificulta que otros generadores puedan realizar la misma operación.

En la práctica, este tipo de acciones ha dado lugar a reclamos de clientes libres que no han podido licitar su suministro en condiciones competitivas, y de los propios generadores que no han podido acceder a dichos suministros. Asimismo, se manifiesta en el desinterés de algunos generadores por captar clientes libres al interior de zonas de distribución, luego de intentos frustrados, y en la actitud asumida por algunos clientes libres que han optado por particionar su capacidad instalada de consumo, instalando varios empalmes de menos de 2 mil kW con el fin de mantenerse en la categoría de clientes con tarifa regulada, por considerar que así están más protegidos frente a las prácticas de la empresa distribuidora. De existir competencia, esta situación sería absurda, ya que se supone que un cliente grande necesariamente tiene mayores posibilidades de negociación que un cliente pequeño.

La Comisión Resolutiva, al fallar como lo ha hecho, ha desconocido del todo la evidencia empírica y ha acogido en cambio argumentos teóricos bastante cuestionables. En subsidio a la medida requerida por el Fiscal Nacional Económico de desconcentrar verticalmente el sistema interconectado central, dicha comisión se ha conformado con establecer medidas paliativas que, siendo realistas, serán fácilmente eludidas. Esto obligará a la autoridad económica a ejercer un importante esfuerzo fiscalizador, para evitar que en el futuro se sigan observando conductas monopólicas, esfuerzo que -como su Señoría ha de suponer- deberá ser costeado por todos los contribuyentes.

En consecuencia, hay razón para sentir desazón.

Solicito que esta intervención sea enviada al Fiscal Nacional Económico, al Ministro de Economía, al Ministro de la Comisión Nacional de Energía y al Ministro Secretario General de la Presidencia, con el objeto de reiterar ante ellos mi testimonio. Fui uno de aquellos que estuvo dispuesto a participar como testigo en el proceso que siguió la Fiscalía Nacional Económica ante la Comisión Resolutiva Antimonopolios, la cual, lamentablemente, falló en sentido desfavorable para la economía nacional, lo que significará un bonito regalo para un grupo económico, pero tendrá el efecto negativo inevitable de mayor costo en las tarifas eléctricas, no sólo para los clientes finales que son regulados, sino, sobre todo, para las grandes empresas del país, para los clientes no regulados que ven dificultada la posibilidad de negociar tarifas adecuadas.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Víctor Reyes.

 

NECESIDADES DE LA REGIÓN DE COQUIMBO COMO CONSECUENCIA DE LOS TEMPORALES. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido Renovación Nacional.

Tiene la palabra el Diputado señor 
Eugenio Munizaga.

 

El señor MUNIZAGA.- Señor Presidente, quiero llamar la atención sobre los daños causados por el último temporal en la región de Coquimbo.

Los medios de comunicación han informado mucho sobre lo ocurrido en Santiago, pero, con el excesivo centralismo que existe en este país, no siempre se conoce con exactitud lo que sucede en las regiones.

En Coquimbo y en sus tres provincias se notaron efectos realmente graves como consecuencia del temporal de agua, barro y lluvia que arreció en forma increíble.

En el Valle del Elqui se lamentó el fallecimiento de dos personas: una niña y su tía, quienes fueron arrastradas por un alud. Ocurrió en la villa El Almendral que estuvo a punto de ser enteramente arrasada por ese alud. Hoy, sus pobladores están en un albergue, porque no tienen un lugar donde residir.

Numerosos son los terrenos agrícolas inundados. Los canales de riego están inhabilitados por la acción del barro y el agua. Las minas se encuentran absolutamente anegadas, situación que se observa especialmente en los cursos medio y alto de los valles de Elqui, de Limarí y del Choapa.

Graves fueron los efectos del temporal también en localidades como Río Hurtado, Rapel, Tulahuén, Combarbalá y otros lugares que permanecieron aislados por varios días.

En el caso de Combarbalá, hasta hoy, los caminos para llegar a esa comuna se mantienen en mal estado. En consecuencia, se hace indispensable reforzar las tareas para su reparación.

Situación similar a la anterior ocurrió en el valle del Choapa, donde hay localidades al interior de Salamanca que hasta hace pocos días continuaban aisladas.

Mención especial corresponde hacer sobre los daños sufridos en viviendas de las localidades de El Almendral, Diaguita, Horcón, en el valle de Elqui, así como en los valles de Limarí y del Choapa, donde modestos pobladores perdieron totalmente sus casas.

Por otra parte, aquellos que creyeron haber conseguido una vivienda definitiva, comprobaron con sorpresa que se les filtraba el agua o amenazaba con derrumbarse, por lo cual debieron trasladarse también a algunos albergues. Así sucedió en Sotaquí, Monte Patria, Illapel, Ovalle, Andacollo, La Serena y otras comunas de la región.

Las municipalidades han desarrollado un papel extraordinario tratando de ayudar a los damnificados. También deseo destacar en esta oportunidad la acción fundamental que en este caso realizaron efectivos del Ejército y de Carabineros, quienes dispusieron helicópteros y personal para atender las necesidades de la población.

Sin embargo, falta mucho por hacer. Falta entregar una vivienda a quienes quedaron sin casa, reparar las que fueron dañadas, despejar los canales de riego, desaterrar las minas y los estanques de regadío, arreglar los caminos mineros y aquellos que llegan hasta las partes más altas de los valles.

El plan de invierno anunciado por su Excelencia el Presidente de la República es una ayuda apropiada e importante en la tarea de la reconstrucción; sin embargo -como he dicho-, falta mucho por hacer.

Por las razones anteriormente expuestas, solicito que se oficie:

Al señor Ministro de Vivienda para que se priorice la entrega de viviendas sociales a todos los pobladores que viven en lugares considerados peligrosos, ya sea en el radio urbano o en el sector rural.

Al señor Ministro de Agricultura, a fin de que instruya al Indap y a otras reparticiones, con el objeto de que los recursos se entreguen en forma directa a las asociaciones de canalistas y se desaterren los canales y estanques de regadío.

Al señor Ministro de Obras Públicas, con el propósito de que imparta las instrucciones para acelerar la reparación de los caminos, especialmente el que une Combarbalá y Punitaqui, de modo de contar con una comunicación expedita con los sectores más aislados de las distintas comunas.

Junto con pedir hoy la máxima celeridad en la ejecución de los trabajos en la región de Coquimbo, quiero hacer presente que sus necesidades son muchas.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

 

 

HABILITACIÓN DEL PASO FRONTERIZO HUAHUM. Oficio.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, todo el mundo sabe de la necesidad de contar con una alternativa en el caso del cierre de los pasos internacionales Los Libertadores y Cardenal Samoré, en la provincia de Osorno. Impresiona la promiscuidad durante la noche cuando entre los miles de camiones detenidos se observa a cierta gente que trata de robar o se dedica a la prostitución, todo lo cual atenta contra la calidad de vida de los transportistas y la convivencia en esa región. Por el contrario, el paso Huahum, en Panguipulli, siempre está expedito. 

Por las razones señaladas, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas, a fin de que en la próxima visita del Presidente Menem se incluya dicho paso dentro de los establecidos -con éste serían trece-, porque es muy necesario para el desarrollo y la integración de la zona sur de Chile con Argentina.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

 

EXTENSIÓN DE APORTE POR DAÑOS A VIVIENDAS DE POBLACIONES "SAN PABLO" Y "SAN PEDRO", DE LA COMUNA DE VALDIVIA. Oficio.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, quiero que se oficie al Ministro de Vivienda para que se incluyan las poblaciones "San Pablo" y "San Pedro", de la comuna de Valdivia, en el subsidio de 12 UF que se entregarán para reparar las casas dañadas por los temporales. A pesar de haberse inaugurado hace poco tiempo, dichas poblaciones sufrieron daños bastante considerables. Solicito también que de los 9 mil 300 millones de pesos para la emergencia, se destinen recursos para los barrios bajos valdivianos que la están viviendo desde hace treinta y siete años.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

 

MEJORAMIENTO VIAL EN CAUQUENES. Oficio.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Osvaldo Vega.

 

El señor VEGA.- Señor Presidente, el temporal, que ocasionó desgracias en casi todo el país, también destruyó caminos en mi zona.

Hace poco tiempo, se terminó el camino de Los Conquistadores, pero, en Cauquenes, falta un by-pass que evite el tránsito por la plaza de la ciudad, frente a un liceo al que asisten dos mil niños.

La lluvia caída en el último tiempo y el paso de los camiones desde Concepción a Santiago y viceversa, han dañado el camino, y su capa asfáltica está totalmente destruida.

Por esa razón, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que se destinen fondos para el estudio -si no está hecho- y construcción de un by-pass en Cauquenes y la reparación del camino de Los Conquistadores.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

 

 

ACUSACIÓN EN CONTRA DE LA INDUSTRIA SALMONERA NACIONAL. Oficios.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor 
Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, la industria chilena del salmón está atravesando momentos muy complicados, ya que ha sido acusada de presunto dumping por los productores salmoneros de Estados Unidos.

Esta acusación es la concreción de una amenaza que se ha mantenido por tres años. De hacerse efectiva, nuestro país perdería un mercado de alrededor de 180 millones de dólares anuales, lo que provocaría el despido aproximado de seis mil trabajadores e impactos muy negativos en las regiones Décima, Undécima y Duodécima.

En los últimos años, Chile se ha constituido en el segundo productor mundial de salmón.

En Estados Unidos también existen empresas dedicadas al cultivo de salmón, pero su producción es limitada, y no alcanza a satisfacer la creciente demanda de su mercado interno, ya que sólo cubre un 5 por ciento.

Su limitada producción se debe, principalmente, a la escasez de lugares propicios que permitan su expansión, ya sea por temperaturas poco apropiadas del agua, la presencia de nieve y hielo durante varios meses del año, lo que impide el crecimiento de los peces, o por la falta de una geografía adecuada para albergar los cultivos de los vaivenes climáticos.

En cambio, Chile, con apenas una década de existencia productiva, se ha posicionado como el segundo productor de salmón cultivado en el mundo, reportando, en 1996, exportaciones cercanas a 540 millones de dólares, que significan la venta de más de 135 mil toneladas netas, de las cuales el 30 por ciento va a Estados Unidos.

Los productores chilenos han sabido aprovechar las importantes ventajas que les permiten trabajar con menores costos. Así, la salmonicultura chilena ha basado su desarrollo en los menores costos de producción de las empresas, los que derivan, en gran parte, de la calidad de las aguas de los lagos y de los mares, que mantienen temperaturas constantes ideales para los peces durante todo el año y además son extremadamente puras y limpias de plagas.

Los productores norteamericanos, a través de su acusación, solicitaron a la Comisión Internacional de Comercio y al Departamento de Comercio de los Estados Unidos, las siguientes medidas:

1. Que se impongan aranceles compensatorios a los envíos chilenos de salmón fresco al Atlántico, de manera de contrarrestar eventuales subsidios del gobierno chileno que permitirían a los productores nacionales comercializar el producto a menor costo.

2. Que se impongan sobretasas para contrarrestar la eventual comercialización con precios bajo el costo que estarían llevando a cabo los productores chilenos.

Para justificar su acusación, los productores norteamericanos afirman que el salmón chileno recibe el beneficio de 26 programas de fomento y promoción, no permitidos por la Organización Mundial de Comercio. Entre éstos, por ejemplo, se encuentran la asistencia tecnológica del Fontec e Intec, la promoción de exportaciones a través de Pro Chile y del Banco del Estado, programas de financiamiento de la Corfo, asistencia de la Fundación Chile, etcétera.

Debemos tener presente que los productores de Estados Unidos tienen la gran ventaja de estar ubicados muy cerca de los mercados de consumo y, naturalmente, esta situación puede revertir las desventajas competitivas que tienen con nuestros productores nacionales; también, que los productores norteamericanos siempre tienen la posibilidad de invertir su conocimiento, su capital y sus capacidades de gestión en Chile, porque aquí no se produce discriminación de las inversiones externas respecto de las nacionales.

Estamos frente a una acusación que tiene un claro objeto de protección. En la actualidad, el salmón cultivado chileno ingresa al mercado de los Estados Unidos sin cargo de arancel. Si prosperara, la tasa de arancel podría aumentar hasta en un 50 por ciento, lo que incidirá fuertemente en los retornos nacionales y en la cantidad y calidad de nuestros empleos, especialmente en la Décima Región.

Por lo señalado, solicito que se oficie, en mi nombre, a los señores Ministros de Economía y de Relaciones Exteriores, a fin de solicitarles información sobre las medidas y las acciones que se han tomado a nivel de Gobierno para resolver esta grave situación que podría afectar a la industria exportadora más importante de la Décima Región.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se remitirán los oficios solicitados por su Señoría.

 

PASO PEATONAL EN PITRUFQUÉN. Oficio.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Teodoro Ribera.

 

El señor RIBERA.- Señor Presidente, hace pocos días, con el alcalde de Pitrufquén, don Pedro Lizama Díaz, y la concejala, señora Solange Chesta, nos abocamos al conocimiento de algunos problemas que afectan a esta ciudad de la Novena Región de La Araucanía. 

Específicamente, se planteó uno que afecta al sector de ultraestación, extremadamente populoso, surgido en los últimos años entre la parte antigua de la ciudad y la nueva -más populosa-, donde existe sólo un paso de peatones: el de la antigua estación de ferrocarriles.

Sin embargo, la estación de ferrocarriles de Pitrufquén está absolutamente abandonada y es utilizada para actividades reñidas con la moral. Incluso, un carro de tren abandonado en el recinto aumenta los riesgos para la población.

Ya ha habido agresiones, lo que ha llevado al alcalde a pedir a representantes de la Empresa de Ferrocarriles del Estado la pavimentación de aceras hasta un metro antes de los rieles, la iluminación del área y el cercado, con reja metálica, de una zona para permitir un paso peatonal adecuado y seguro.

No obstante, el 13 de mayo, la empresa contestó con una serie de exigencias, entre las cuales se contempla el pago de 30 UTM por concepto de presupuesto, por utilización de sus terrenos y otros. Puso una serie de problemas para la construcción, como un contratista aprobado por ella, etcétera.

Pido que se remita, en mi nombre, un oficio al director de la Empresa de Ferroca-

rriles del Estado, a través del Ministerio correspondiente, con el fin de que se brin-den amplias facilidades para que el sector de ultraestación pueda comunicarse en forma segura con el centro de la ciudad; y en forma preventiva, antes que se decida la construcción del paso, que ella asuma su responsabilidad, cierre adecuadamente la estación abandonada y retire el carro de tren abandonado. Estas dos medidas permitirían paliar, los efectos perniciosos y negativos del problema para la población.

He dicho.

 

El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se despachará el oficio solicitado por su Señoría.

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

 

-Se levantó la sesión a las 13.55 horas.

 

 

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

